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 Políticas públicas y marcos institucionales para 
el desarrollo incluyente y equitativo en Ecuador

La erradicación o, al menos, la re-
ducción de la exclusión, en todas sus 
formas, yace en el corazón de los pro-
cesos de desarrollo rural y, aunque el 
desarrollo busca beneficiar a todos los 
actores de una sociedad, los pobres y 
excluidos demandan especial atención.

Al igual que la definición de la pobreza, 
la de exclusión ha venido expandién-
dose para incluir otras dimensiones 
de estándar de vida, pasando de una 
única variable – la capacidad de con-
sumo a partir de los ingresos moneta-
rios – a la inclusión de variables como: 
la longevidad y educación (desarrollo 
humano), la vulnerabilidad y el riesgo, 
y la participación real en la toma de 
decisiones públicas.

Esta ampliación en la interpretación de 
la exclusión posibilita una mejor ca-
racterización de la misma, ampliando 
significativamente el abanico de estra-
tegias para reducirla, pues, obviamente 
en la medida en que sean reconocidos 
más aspectos constituyentes de ésta, 
más políticas serán relevantes para 
combatirla.

A partir del reconocimiento de la mul-
tidimensionalidad (económica, social, 
política, ambiental) y multiplicidad 
(de género, etaria, étnica, etc.) de la 
exclusión, y de reconocer en las po-
líticas públicas un elemento decisivo 
para ahondar los procesos de inclu-
sión social y económica, el Instituto 
Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura – IICA- pone a considera-
ción el presente Cuaderno de Trabajo 
sobre Inclusión, en donde se presenta 
un análisis diagnóstico de las políticas 
públicas existentes en Ecuador, dirigi-
das a facilitar la inclusión social y pro-
ductiva de poblaciones de agricultores 
familiares o que estén en situación de 
vulnerabilidad.

Este trabajo fue realizado como con-
sultoría para el IICA bajo la supervi-
sión del especialista nacional Marco 
Zapata y del líder del Proyecto Insignia 
Inclusión en la agricultura y los territo-
rios rurales, João Torrens.

Esperamos, pues, que la lectura de este 
documento permita identificar las re-
laciones presentes entre la exclusión y 

Presentación



vi Cuaderno de trabajo 4

las políticas públicas vigentes. Para lo-
grar esto, el documento se ha dividido 
en cinco apartados: en el primer se des-
cribe el contexto político de la Reforma 
del Estado ecuatoriano, enfatizándose 
el marco normativo e institucional 
creado para sustentar al Plan Nacional 
del Buen Vivir y a políticas de inclusión 
enmarcadas en este plan. La segunda 
sección caracteriza los principales pro-
cesos de exclusión y los sujetos socia-
les afectados en las áreas rurales por 
estas situaciones. La parte siguiente es 
la más densa del documento, donde 
se desarrolla una caracterización más 
detallada del marco institucional y las 
políticas de inclusión y equidad, focali-
zando el debate en aspectos relaciona-
dos con su proceso de construcción, sus 
rasgos principales, las características de 
su modelo de implementación y ges-
tión, el grado de articulación sectorial 
e interinstitucional, así como la contri-
bución de los otros niveles de gobierno, 
de las organizaciones sociales y de las 
agencias de cooperación. La quinta 
sección es dedicada a identificar los 
avances, las limitaciones instituciona-
les y los principales retos de las políti-
cas para generar procesos de inclusión 
en el país. Finalmente, el documento 
presenta las principales oportunidades 
para que las acciones alrededor del PI 
Inclusión aporten servicios de coope-
ración técnica que apoyen el fortale-
cimiento de este marco institucional, 

sugiriendo, incluso, algunas proposi-
ciones para la instrumentación de las 
políticas de inclusión

Como “Cuaderno de trabajo” no es 
un documento totalmente elaborado, 
sino un primer insumo desde el cual 
se pretende continuar construyendo 
un análisis propositivo en torno a la 
relación políticas públicas – inclusión. 
Busca también generar recomendacio-
nes para el diseño, implementación y 
evaluación de políticas que incorporen 
a la inclusión como un elemento in-
trínseco de su propuesta de desarrollo, 
y no como una externalidad resultante 
de “las fallas del mercado”, factible de 
atender exclusivamente con progra-
mas coyunturales de asistencia social.
Bienvenidos los aportes que nos per-
mitan enriquecer este cuaderno de tra-
bajo, de manera que este instrumento 
se constituya en una herramienta para 
la construcción de un espacio de diá-
logo fluido y propositivo en pro del de-
sarrollo rural incluyente.

João Torrens
Líder

Mario Alexander Moreno Ordóñez
Coordinador del Componente de 

Políticas Públicas

Proyecto Insignia “Inclusión en la 
Agricultura y los Territorios Rurales”
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El presente documento, recoge la 
información correspondiente al 
Diagnóstico de políticas públicas y 
marcos Institucionales para el de-
sarrollo incluyente y equitativo. 
Presenta una síntesis de la normativa, 
instrumentos e institucionalidad ecua-
toriana, relacionada con la inclusión.  
Se ha tomado en consideración, para 
el análisis, que la exclusión es multidi-
mensional: territorial, social, cultural, 
económica y política; así mismo, que 
existen sectores sociales que son objeto 
de formas particulares de exclusión de-
bida a sus condición, identidad o situa-
ción, tales como la población indígena, 
montubios y afrodescendiente, las mu-
jeres, los jóvenes, entre otros. 

El diagnóstico parte de un análisis del 
contexto político nacional, en el que se 
identifican las condiciones, político-ins-
titucionales, en las que se sitúan las ac-
tuales políticas públicas nacionales de 
promoción de la inclusión y equidad. 
Para ello, se revisaron las orientaciones 
del Plan Nacional de Desarrollo, su es-
tructura y lineamientos, relacionados 
con las políticas de inclusión, así como 

otros instrumentos de política pública 
conexos al Plan. Este análisis fue com-
plementado por una revisión de las po-
líticas de equidad e inclusión en el Plan 
Nacional de Desarrollo, que, para el 
caso ecuatoriano, giran en torno a dos 
estrategias nacionales, la primera para 
erradicación de la pobreza y la segunda 
para el cambio de matriz productiva.

El documento continua con la revisión 
del andamiaje institucional existente 
para el apoyo e implementación de las 
políticas públicas. El análisis parte de la 
identificación del funcionamiento de 
la Función Ejecutiva; de espacios insti-
tucionales vinculados (intersectoriales, 
ministerios vinculados directamente 
con las políticas de inclusión); las ins-
tancias de planificación y participación 
social a nivel nacional y local.

El siguiente punto a analizar tiene que 
ver con las características de los proce-
sos de exclusión en áreas rurales. Para 
ello se consideraron dos relaciones, la 
primera la que tiene que ver con las 
brechas urbano-rurales y lo segundo 
las condiciones de inequidad que se 
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dan entre diferentes grupos étnicos 
(indígenas, montubios, afroecuatoria-
nos y mestizos).

Para esta caracterización se partió por 
analizar los indicadores pobreza por 
ingresos y por NBI, en ambos casos el 
análisis muestra una evolución histó-
rica, y cómo está se expresa en las áreas 
urbana y rural. La misma información 
desagregada por etnias nos pone de 
cara a una realidad, mucho más grave 
para ciertas poblaciones rurales del 
Ecuador. Con la misma consideración, 
se analizan datos que dan cuenta de 
servicios sociales vinculados al desarro-
llo incluyente, entre ellos, educación, 
salud, vivienda. Finalmente esta ca-
racterización concluye con indicadores 
económicos. Se incluye información 
sobre género y jóvenes.

La caracterización permite la identifica-
ción de los sujetos sociales más afectados 
por los procesos de exclusión (principal-
mente indígenas y afroecuatorianos), 

dentro de ellos quienes son los más 
afectados, como efecto de fenómenos 
como la feminización de la ruralidad. Se 
han identificado también los principales 
problemas que los afectan.

El siguiente punto del análisis profun-
diza sobre los marcos institucionales 
y las políticas públicas de inclusión y 
equidad. Se ha considerado importante 
partir de una breve reflexión histórica 
relativa a la implementación de la polí-
tica pública en Ecuador. En este acápite 
se profundiza sobre los marcos institu-
cionales, analizando la consistencia o 
fragilidad de los mismos. Contempla 
también el proceso de construcción 
de las políticas públicas y la participa-
ción ciudadana frente a ellas y su re-
lación con la demanda o problemas. 
Finalmente, se caracterizan los mode-
los de gestión con los que operan con-
siderando las condiciones en la que se 
implementan en territorio. Se concluye 
con una mirada sobre la situación de la 
cooperación internacional.
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1.1 Contexto político-
institucional general en 
que se sitúan las políticas 
públicas nacionales de 
promoción de la inclusión y 
equidad

El gobierno de Alianza País, que inicia 
su periodo administrativo en el 2007, 
encuentra una débil institucionalidad 
pública, con capacidades reducidas 
para la implementación de políticas pú-
blicas, producto del periodo neoliberal 
que vivió el país en los años 90. En el 
caso de Ecuador, este se caracterizó por 
fragilidad democrática, periodos presi-
denciales interrumpidos por la fuerza 
social y la economía del país con altos 
niveles de pobreza y desigualdad.

En este contexto, el proyecto político 
de este gobierno inicia un fuerte pro-
ceso de reforma institucional, que se 
sostiene en la aprobación, en el año 
2008, de una nueva Constitución, pro-
ducto de una amplia participación de 
diversos actores sociales y políticos. 
La nueva carta magna promueve, en-
tre otros temas: “la reconstrucción y 

racionalización estatal; la recuperación 
de la planificación pública; consagra-
ción de derechos de la naturaleza; re-
conocimiento de la plurinacionalidad 
del Estado; promoción de la partici-
pación social y el poder ciudadano...” 
(SENPLADES: 2009: 25). 

La Reforma del Estado, contempló, la 
organización del poder en 5 funciones 
estatales: ejecutiva, legislativa, judicial, 
electoral y de transparencia, y control 
social. Así mismo, una nueva organi-
zación territorial para la descentraliza-
ción y las autonomías, en 9 zonas de 
planificación. Se incorporan también, 
nuevas instancias de participación so-
cial. Estos cambios se canalizaron en 
tres ejes: “Reorganización y raciona-
lización de la estructura institucional 
de la Función Ejecutiva;  “diseño de 
nuevos modelos de gestión de las ins-
tituciones públicas para la prestación 
de servicios a la ciudadanía”; y la “des-
concentración y descentralización del 
Estado...” (SENPLADES: 2009: 40).

El proceso de reforma institucional 
busca incrementar “los niveles de 
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coordinación y articulación sectorial 
e intersectorial en la definición e im-
plementación de política pública y, por 
otro, a re direccionar la relación del 
Estado con los territorios y a promover 
una agenda específica de acción estatal 
territorial” (SENPLADES: 2009: 40).

La Constitución plantea también un 
enfoque de desarrollo alternativo a la 
clásica concepción neoliberal, deno-
minado Buen Vivir,  cuya base con-
ceptual se desprende de la concepción 
andina Sumak Kawsay, que plantea a 
la solidaridad y la redistribución como 
la base del vivir bien, “una alternativa 
social, liberadora, que propone otras 
prioridades para la organización so-
cial, diferentes del simple crecimiento 
económico implícito en el paradigma 
de desarrollo” (PNBV 2013-2017: 16). 
Lo anterior se concreta en el Régimen 
de Desarrollo comprendido como un 
“conjunto organizado, sostenible y di-
námico de los sistemas económicos, po-
líticos, socio-culturales y ambientales 
que garantizan la realización del buen 
vivir, del sumak kawsay” (Constitución 
del Ecuador, Art. 275).

La nueva institucionalidad se orienta 
a alcanzar el Buen Vivir, a través de 
políticas públicas, orientadas a cum-
plir con los objetivos establecidos en el 
Régimen de Desarrollo, mejorando la 
calidad, esperanza de vida, capacidades 
y potencialidades de la población, en el 
marco de un sistema económico solida-
rio y sostenible, que reduzca brechas y 
desigualdades. 

Varios instrumentos legales y técni-
cos viabilizaron la reforma legal. Entre 
los principales se destacan el Código 
Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas (COPFP), el Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización (COOTAD), la Ley 
Orgánica de Participación Ciudadana y 
Control Social (LOPCCS). 

El COPFP norma el Sistema Nacional 
Descentralizado de Planificación 
Participativa, en base a lo determinado 
en el Art. 279 de la Constitución. Este 
cuerpo legar regula tanto la planifica-
ción como la inversión pública en to-
dos los niveles de gobierno y el ciclo de 
inversiones.

El COOTAD es el cuerpo legal que re-
gula la estructura territorial del Estado, 
a través de la  descentralización y el 
ordenamiento territorial. Este cuerpo 
legal establece las competencias corres-
pondientes a cada nivel de gobierno, 
definiendo también alcances territoria-
les y tipo de autoridad.

La LOPCCS regula los espacios determi-
nados en la Constitución para la parti-
cipación ciudadana, mismos que tienen 
que ver con la relación de la sociedad ci-
vil con la definición de la política pública 
a través de sus distintos instrumentos de 
implementación. Es importante men-
cionar que la participación ciudadana 
está definida también en otros cuerpos 
legales. Así mismo, está pendiente la 
aprobación de la Ley para regular los 
Consejos Nacionales de Igualdad para 
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las temáticas de género, étnicas, gene-
racionales, de discapacidad y genera-
cionales; los Consejos Nacionales de 
Igualdad son espacios ciudadanos que 
tienen participación directa en la defini-
ción de la política pública.

De esta manera, el Ejecutivo se en-
cuentra organizado en sectores de 
coordinación a partir de sus funcio-
nes, competencia y atribuciones. Los 
Ministerios de Coordinación tienen por 
objetivo “concertar y coordinar la for-
mulación y ejecución de las políticas y 
acciones que adopten las diferentes ins-
tituciones que integran sus áreas de tra-
bajo”  (Decreto Ejecutivo 726: 5). Cada 
ministerio coordinador y sus miembros 
forma los Consejos Sectoriales, como 
instancia obligatoria para “la revisión, 
articulación, coordinación, armoniza-
ción y aprobación de la política minis-
terial e interministerial dentro de sus 
sector y su sujeción al Plan nacional de 
Desarrollo” (Decreto Ejecutivo 726: 6).

Los consejos sectoriales a través de los 
cuáles se organiza y agrupa la función 
Ejecutiva son los siguientes: desarro-
llo social; sectores estratégicos; talento 
humano y conocimiento; política eco-
nómica; producción, empleo y compe-
titividad; y seguridad. La presencia del 
nivel central en el territorio dependerá 
de la competencia que cada sector de-
sarrolle. Los servicios relacionados con 
derechos como son: educación, salud, 
vivienda, etc., son atendidos directa-
mente por el Ejecutivo desencontrado 
en territorio.    

1.2 Plan Nacional de Desarrollo

El instrumento que concreta el espí-
ritu constitucional es El Plan Nacional 
de Desarrollo, denominado: “Plan 
Nacional para el Buen Vivir” (PNBV). 
Este instrumento de planificación de-
fine los objetivos y lineamientos de po-
lítica  y metas, a los que se sujetan de 
manera obligatoria las políticas, progra-
mas y proyectos públicos del Ejecutivo. 
El PNBV es el instrumento bajo el cual 
se define el presupuesto general del 
Estado y la asignación de recursos pú-
blicos a todas las instancias públicas 
(Estado Central y GAD). Es de carácter 
obligatorio para el sector público e in-
dicativo para los demás sectores.

El PNBV 2013-2017 se organiza a tra-
vés de objetivos correspondientes a 
ejes programáticos que se relacionan 
con el mandato constitucional. El pri-
mer eje corresponde al “cambio de las 
relaciones de poder para la construc-
ción del poder popular”. El segundo 
corresponde a “derechos, libertades y 
capacidades para la construcción del 
Buen Vivir”. Finalmente el tercer eje 
corresponde a la “transformación del 
sistema económico para que efectiva-
mente se convierta en un sistema so-
cial y solidario”  (PNBV: 82). El PNBV 
es obligatorio para el sector público y 
para los diferentes niveles de gobierno. 
Debe estar incorporado en la Agenda 
Sectorial de las instancias del Ejecutivo.

Está organizado en 12 objetivos1, cada 
uno contempla el diagnóstico o línea 
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base, políticas y lineamientos de polí-
tica y metas. Incluye también la defini-
ción de la “Estrategia de acumulación, 
distribución y redistribución en el 
largo plazo”; la “Estrategia Territorial 
Nacional”; y las “Agendas Zonales”. A 
continuación se destacan los objetivos 
relacionados con la promoción del de-
sarrollo incluyente y equitativo:

El segundo eje programático contem-
pla la consecución, entre otros, de 
los siguientes objetivos: Objetivo 2: 
“Auspiciar la igualdad, la cohesión, la 
inclusión y la equidad social y terri-
torial, en la diversidad”; Objetivo 3: 
“Mejorar la calidad de vida de la pobla-
ción”. Ambos objetivos buscan combatir 
la pobreza desde una mirada multidi-
mensional contemplando la diversidad 
cultural, natural, étnica del Ecuador. 

En relación al tercer eje progra-
mático se plantean los Objetivos 8: 
“Consolidar el sistema económico so-
cial y solidario, de forma sostenible”; el 
Objetivo 9: “Garantizar el trabajo digno 
en todas sus formas”; y el Objetivo 10: 

“Impulsar la transformación de la ma-
triz productiva”. El planteamiento de 
estos objetivos establece una relación 
entre la economía de mercado, la eco-
nomía pública y la economía pública y 
la economía popular y solidaria. 

El PNBV se articula a otros instrumen-
tos de política pública. Por un lado la 
Estrategia de acumulación, distribución 
y redistribución en el largo plazo, que 
planea un proceso gradual de trans-
formación de la matriz productiva que 
permita al país pasar de un modelo eco-
nómico, primario exportador a expor-
tación de servicios, cerrando brechas 
de inequidad, reduciendo la pobreza, 
fomentando la tecnología, la innova-
ción y el conocimiento. El segundo 
instrumento de política pública que 
se considera desde la planificación es 
la Estrategia Territorial Nacional, dise-
ñada para articular la “política pública 
nacional con las condiciones y carac-
terísticas propias del territorio, a partir 
de la identificación de las necesidades 
territoriales” (PNBV 2013-2017: 353). 
La Estrategia de Largo Plazo planteada 

1. Objetivo 1: Consolidar el Estado democrático y la construcción del poder popular; Objetivo 2: Auspi-
ciar la igualdad, la cohesión, la inclusión y la equidad social y territorial, en la diversidad; Objetivo 3: 
Mejorar la calidad de vida de la población; Objetivo 4: Fortalecer las capacidades y potencialidades de 
la ciudadanía; Objetivo 5: Construir espacios de encuentro común y fortalecer la identidad nacional, las 
identidades diversas, la plurinacionalidad y la interculturalidad; Objetivo 6: Consolidar la transformación 
de la justicia y fortalecer la seguridad integral, en estricto respeto a los derechos humanos; Objetivo 7: 
Garantizar los derechos de la naturaleza y promover la sostenibilidad ambiental territorial y global; Ob-
jetivo 8: Consolidar el sistema económico social y solidario, de forma sostenible; Objetivo 9: Garantizar 
el trabajo digno en todas sus formas; Objetivo 10: Impulsar la transformación de la matriz productiva; 
Objetivo 11: Asegurar la soberanía y eficiencia de los sectores estratégicos para la transformación indus-
trial y tecnológica; Objetivo 12: Garantizar la soberanía y la paz, profundizar la inserción estratégica en el 
mundo y la integración latinoamericana.
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con un horizonte al 2030 busca pasar 
de una matriz económica relacionada 
con la producción primaria a la expor-
tación de servicios con alto valor agre-
gado (PNBV 2013-2017: 63).

La Estrategia Territorial Nacional2 es-
tablece lineamientos sobre el orde-
namiento  físico del territorio y “sus 
recursos naturales, las grandes infraes-
tructuras, el desarrollo territorial, las 
actividades económicas, los equipamien-
tos, y la protección y conservación del 
patrimonio natural y cultural” (PNBV 
2013-2017: 354). Este instrumento es-
tablece una orientación sobre el ordena-
miento físico del territorio en relación a 
sus recursos naturales, infraestructura, 
patrimonio natural y cultural3. 

1.3 Importancia de las políticas 
de equidad e inclusión en el 
Plan Nacional de Desarrollo

El PNBV plantea como un objetivo 
primordial del periodo 2013-2017 la 
erradicación de la pobreza como una 
condición a superar para alcanzar el 
Buen Vivir. La pobreza es considerada 
como una condición de carácter multi-
dimensional que vulnera los derechos 
y disminuye las oportunidades de las 

personas. Para ello, cómo instrumento 
de política pública complementaria 
se diseña la Estrategia Nacional para 
la Igualdad y la Erradicación de la 
Pobreza (ENIEP). 

Superar la pobreza requiere un con-
junto de iniciativas de carácter in-
tersectorial. Por ello, se plantean dos 
Estrategias de Política Pública, que 
contribuyen a mejorar las condicio-
nes inmediatas que generan pobreza 
y a transformar los patrones de creci-
miento económico tradicionales del 
Ecuador y el cambio de matriz produc-
tiva. Las estrategias nacionales cuentan 
con un marco legal y normativa que 
establece los parámetros bajos los cua-
les éstas se ejecutaran. Ambos instru-
mentos plantean, unos componentes 
sobre los cuales se establece un funda-
mento de política pública, amparado 
en un diagnóstico, que se plantea abor-
dar a través de lineamientos de política 
y estrategias que conducen a metas 
concretas.

a) La Estrategia Nacional para la 
Igualdad y la Erradicación de la 
Pobreza (ENIEP)  es un “conjunto 
interdependiente de políticas, li-
neamientos, directrices, progra-
mas y mecanismos que orientan la 

2. La Estrategia Territorial Nacional se establece en el COPF, Arts. 10 al 53 como un instrumento comple-
mentario al Plan Nacional para el Buen Vivir.

3. Estas intervenciones se concretan en “los procesos de descentralización y desconcentración del Estado, 
que se manifiestan en 9 Agendas Zonales, que articula la acción pública desconcentrada del Estado Cen-
tral con el nivel descentralizado” (PNBV 2013-2017: 354).
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gestión gubernamental en torno a 
la decisión de eliminar la pobreza 
en el Ecuador… articula y condensa 
políticas provenientes de diversos 
sectores, estableciendo coheren-
cia y convergencia a los diversos 
planes de acción, en torno al ob-
jetivo superior de lograr el desplie-
gue del Buen Vivir” (ENIEP: 13). 
Constituye un marco de referencia 
para la toma de decisiones de corto 
y mediano plazo. Busca promover 
la sincronización intersectorial y 
territorial orientada hacia la diver-
sificación productiva, aumentando 
la productividad, eliminando asi-
metría y ampliando opciones de 
empleo digno, principalmente en 
la población más pobre.

Las acciones intersectoriales propues-
tas en la ENIEP, se centrarán en la eli-
minación progresiva de las condiciones 
de pobreza, tanto rural como urbana, 
con énfasis en la población que vive 
en situaciones de extrema pobreza, 
aprovechando el potencial endógeno 
territorial. Este objetivo va acompa-
ñado de procesos de movilidad social 
ascendente, desde tres componentes: 
acceso a bienes superiores de calidad, 
revolución productiva, trabajo y em-
pleo, y protección integral al ciclo de 
vida (ENIEP, 2013:12).

b) La Estrategia Nacional de 
Cambio de la Matriz Productiva 
(ENCMP) La otra estrategia fun-
damental para el cumplimiento 
del plan es la Estrategia Nacional 

de Cambio de la Matriz Productiva 
(ENCMP) cuyo es cambiar la es-
tructura productiva para generar 
una economía dinámica orientada 
al conocimiento, la innovación, 
sostenible, diversificada e inclu-
yente para Alcanzar el Buen Vivir.  
La ENCMP propone combatir la 
pobreza a través de la generación 
de empleo e ingresos, a través de 
la transformación de una econo-
mía basada en recursos primarios 
a una post petrolera basada en el 
conocimiento.

Esta estrategia incluye a distintos ac-
tores de la economía (sector privado, 
economía popular y solidaria, sec-
tor público) con una gran apuesta al 
fortalecimiento de capacidades y al 
talento humano, por medio del de-
sarrollo de la ciencia y la tecnología. 
Se centra en torno a tres dimensiones 
políticas: “1) las políticas de entorno 
que alientan la competitividad sisté-
mica; 2) las políticas sectoriales que 
impulsan cadenas productivas de ma-
yor interés en la perspectiva del cam-
bio, y 3) las políticas de industrias 
básicas que permitan una amplia-
ción del tejido económico nacional” 
(ENCMP, 2015: 8).

Ambas estrategias tienen un punto 
de convergencia que contribuye al 
objetivo de erradicar la pobreza, este 
es la generación de trabajo y empleo 
dignos, bajo la tesis que para comba-
tir la pobreza es necesario contar con 
“una economía fuerte y dinámica, con 
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equilibrios en la relación capital-tra-
bajo, mayor calidad en los servicios 
y la infraestructura pública, generar 
más y mayores encadenamientos pro-
ductivos, mejorar la relación entre el 
capital y el trabajo, entre otros, de tal 
manera que éstos sean elementos co-
munes para romper con la trayectoria 
de desarrollo precedente” (ENCMP, 
2015:39). 

Ello se plasma temas de articulación 
de ambas estrategias nacionales: “(i) 
Cadenas productivas inclusivas, donde 
participen la organización de conglo-
merados o redes de empresas asocia-
tivas y solidarias como proveedores o 
partícipes (ii) acceso a medios de pro-
ducción como tierra, riego, crédito e 
infraestructura productiva, mediante 
la implementación de políticas con es-
pecial apoyo a la agricultura familiar 
campesina y a los sistemas comunita-
rios de producción, para la construc-
ción de una sociedad con mayores 
oportunidades (iii) Seguridad y sobe-
ranía alimentaria, realizando mayores 
esfuerzos para mejorar el acceso a los 
alimentos de todos los ecuatorianos, 
definiendo precios justos en bienes 
agroalimentarios, tanto para compra al 
productor como para la venta al consu-
midor final” (ENCMP, 2015:39).

1.4 Escenario de las 
instituciones y organismos 
gubernamentales existentes 
para apoyar a estas políticas, 
en términos de capacidades 
institucionales, técnicas y 
operacionales

La organización del Estado desde el 
Ejecutivo propone dos institucio-
nes encargadas de la planificación y 
gestión pública: la SENPLADES y el 
SNAP. Existen también los ministerios 
sectoriales los cuales ejecutan direc-
tamente la política pública. Los ins-
trumentos que dan los lineamientos 
para la política pública son el PNBV, 
las agendas sectoriales y las agendas 
de igualdad. 

El Ejecutivo en territorio se organiza 
en 9 zonas de planificación, 140 dis-
tritos y 1.134 circuitos4. En relación a 
los avances de la implementación de la 
desconcentración, cabe mencionar que 
cada zona de planificación ha definido 
una Agenda Zonal, como instrumento 
de coordinación y planificación terri-
torial. Los servicios en distritos y cir-
cuitos se desarrollan en relación a los 
Ministerios del área social y los relacio-
nados con la seguridad y justicia (IICA, 
MTR: 2013: 16).

4. Las zonas de planificación, excepto Quito y Guayaquil, son agrupaciones de dos o más provincias. Los 
distritos se corresponden uno o varios cantones; los circuitos corresponden a una parroquia o un conjun-
to de ellas.
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Como ya se mencionó anteriormente, 
el Ejecutivo se organiza en 6 Consejos 
Sectoriales, cada uno de los cuales plan-
tea una Agenda de Políticas Sectorial, 
en armonía con el PNBV. El Ejecutivo 
opera a través de sus Ministerios, de-
pendiendo la tipología en la que estos se 
encuentren, su presencia será directa en 
el territorio. La tipología es la siguiente: 

 Sectores privativos, cuyas compe-
tencias se reservan al Gobierno na-
cional a nivel central. 

 Políticas de alta desconcentración y 
baja descentralización: ejecutadas 
por el Gobierno nacional de forma 
desconcentrada, a través del es-
quema de zonas, distritos y circuitos.

 Políticas de alta descentralización y 
baja desconcentración, en las que 
están destinados a tener un impor-
tante papel los GAD. 

 Sectores estratégicos: la rectoría 
y regulación están en manos del 
Gobierno nacional, pero  pudiendo  
establecer  modalidades  de  gestión  
pública  local  y  fórmulas  público�
privadas. (MTR, IICA: 2013: 16)

Cada Ministerio organiza sus programas 
y proyectos vinculados con el PNBV, 
las Agendas Políticas Sectoriales, las 
Estrategias Nacionales (ENCMP-ENIEP).

Espacios institucionales vinculados

Comité Interinstitucional para el 
Cambio de la Matriz Productiva

El Comité de Cambio de Matriz 
Productiva inicia con el Decreto Ejecutivo 
No 1505, el 20 de Junio de 2013, adscrito 
a la Vicepresidencia. Está conformado 
por la SENPLADES, la SENESCYT y los 
Ministerios Coordinadores de Sectores 
Estratégicos, Política Económica, 
Producción, Empleo y Competitividad, 
Conocimiento y Talento Humano, 
Comercio Exterior,  adscrito a la 
Vicepresidencia de la República.

Este Comité se ha planteado trabajar 
a través de grupos de trabajo, entre 
los cuales se identifica el de “Diálogo 
y Agenda Territorial” en el que se su-
giere trabajar el tema de la articulación 
institucional multinivel. Este grupo de 
trabajo se ha planteado el desarrollo de 
los siguientes temas: generar acuerdos 
en los territorios para impulsar el pro-
ceso de cambio; interacción de actores 
públicos y privados en el territorio con 
responsabilidades compartidas5.

Comité Interinstitucional para la 
Erradicación de la Pobreza

El Comité Interinstitucional para la 
Erradicación de la Pobreza inicia con el 
Decreto Ejecutivo No 1517, el 15 de mayo 

5. Vicepresidencia de la República del Ecuador. PPT: El proceso de cambio de la Matriz Productiva. 11 de 
febrero de 2014.
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de 2013, que dispone también la crea-
ción de la Secretaría Técnica del Comité 
Interinstitucional para la Erradicación 
de la Pobreza, como entidad adscrita a 
la Secretaría Nacional de Planificación y 
Desarrollo (SENPLADES). Está confor-
mado por los  Ministerios Coordinadores 
de: Conocimiento y Talento Humano, 
Política Económica, Desarrollo Social y 
Producción, Empleo y Competitividad, 
el Ministerio de Inclusión Económica 
y Social y la Secretaría Nacional de 
Gestión de la Política.

Este Comité se encarga de la coordina-
ción, seguimiento y evaluación de la 
ENIEP, promoviendo la sincronización 
intersectorial y territorial orientada 
hacia la diversificación productiva, el 
aumento de la productividad, la elimi-
nación de las asimetrías y la ampliación 
de opciones de empleo digno e ingre-
sos, particularmente en la población 
más necesitada y en condiciones vul-
nerables (ENIEP, 2013:8).

Ministerio de Coordinación de 
Desarrollo Social –MCDS-

Encargado de articular la política pública 
a nivel nacional, impulsando líneas em-
blemáticas que luego deben ser asumidas 
por el ministerio correspondiente, en el 
ámbito de sus competencias. Concibe al 
desarrollo social desde un enfoque de ga-
rantía de derechos donde el ser humano 

nace como ciudadano, con obligaciones 
y derechos, dentro de un entorno so-
cio-cultural en el cual gran parte de la 
población se encuentra excluida econó-
mica y socialmente, y al no tener con-
diciones mínimas no puede ejercer de 
forma explícita sus derechos políticos, 
económicos, sociales y humanos. 

Ministerio de Inclusión Económica 
y Social –MIES-

El MIES es la institución encargada de 
establecer y ejecutar políticas, progra-
mas y servicios de atención durante el 
“ciclo de vida, protección especial, ase-
guramiento universal no contributivo, 
movilidad social e inclusión económica 
de grupos te atención prioritaria (niños, 
niñas, adolescentes, jóvenes, adultos 
mayores, personas con discapacidad) 
y aquellos que se encuentran en su si-
tuación de pobreza y vulnerabilidad”.6 
El MIES promueve políticas que con-
tribuyan a ampliar oportunidades para 
que las personas superen su condición 
de pobreza. Se centra en dos áreas: in-
clusión al ciclo de la vida y la familia y 
aseguramiento para la movilidad social. 

El área de Inclusión al ciclo de la vida 
incluye los siguientes programas: 
“Desarrollo Integral, que centrará su 
atención a las necesidades específicas 
de la población de atención priorita-
ria, dirigidas a su desarrollo integral, 

6. http://www.inclusion.gob.ec/misionvision/
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y  Protección Especial, enfocado en la 
prevención de la violación de dere-
chos, y atención a la población en vul-
neración de derechos”7.

El área de Aseguramiento para la 
Movilidad Social contempla el “asegura-
miento no contributivo, que  incluye los 
programas y servicios de protección ante 
riesgos y contingencias. También in-
cluye el aseguramiento no contributivo 
(Bono de Desarrollo Humano, Pensión 
para Adultos Mayores y Personas con 
Discapacidades); además  la Promoción y 
Movilidad,  que es el impulso a la genera-
ción de capacidades y oportunidades que 
aportan a la salida de la pobreza a los ho-
gares en condiciones de vulnerabilidad”8.

Instituto de Economía Popular y 
Solidaria

Para la ejecución de la política pública 
de inclusión económica, el MIES opera 
a través del Instituto de Economía 
Popular y Solidaria (IEPS), instancia 
adscrita y cuyo ámbito de acción se de-
fine en la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria (LOEPS). 

Entre sus funciones ejerce: “impulsar la 
integración de las iniciativas  de la eco-
nomía popular y solidaria en el sistema 
nacional de planificación parroquial, can-
tonal, provincial, regional y nacional”; 
“coordinar la ejecución de las políticas de 

protección, promoción y fomento entre 
las instituciones del Estado, gobiernos 
autónomos descentralizados, organiza-
ciones de la sociedad civil y la comunidad 
en general, en acciones y programas diri-
gidos al desarrollo de la economía popu-
lar y solidaria”; “organizar e implementar 
proyectos de ejecución directa, dirigidos 
al desarrollo de la economía popular y 
solidaria”; “coordinar la ejecución de las 
actividades de promoción y fomento por 
parte de organismos privados de apoyo a 
las Unidades Socioeconómicas Populares 
y los Sectores de la Economía Popular y 
Solidaria”. (LOEPS: Art. 113).

Ministerio de Agricultura, 
Ganadería, Acuacultura y Pesca 
–MAGAP-

La Misión del MAGAP es fomentar la 
producción agrícola, ganadería, acuícola 
y pesquera del país, promoviendo accio-
nes que permitan el desarrollo rural y el 
crecimiento sostenible de la producción 
y la productividad9. El Viceministerio 
de Desarrollo Rural es la instancia ins-
titucional del MAGAP que se orienta al 
fomento de productores rurales a través 
de sus Subsecretarias: Tierras y Reforma 
Agraria; Riego y Drenaje; Coordinación 
General de Redes Comerciales; 
Coordinación General de Innovación.

El MAGAP promueve el desarrollo ru-
ral y el crecimiento sostenible de la 

7. http://www.inclusion.gob.ec/instituto-de-economia-popular-y-solidaria-ieps/
8. Idem.
9.  http://www.agricultura.gob.ec/el-ministerio/
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producción del sector impulsando el de-
sarrollo de los productores, “en particular 
representados por la agricultura familiar 
campesina, manteniendo el incentivo a 
las actividades productivas en general”10. 
Entre sus objetivos se plantea: “Mejorar 
las condiciones de vida de los agricultores 
y comunidades rurales mediante estrate-
gias de: inclusión social de los pequeños 
y medianos productores; vinculación al 
mercado nacional e internacional; y, de 
acceso a los beneficios del desarrollo de 
los servicios e infraestructura”11. 

Instancias de planificación y 
participación social

Sistema Nacional Descentralizado 
de Planificación Participativa 
(SNDPP)

EL Sistema Nacional Descentralizado de 
Planificación Participativa (SNDPP) es 
“un conjunto de procesos, entidades e 
instrumentos, que permiten la interac-
ción de los diferentes actores sociales e 
institucionales para organizar y coor-
dinar la planificación del desarrollo en 
todos los niveles de gobierno”12. “Se  es-
tablecen  cuatro  niveles  de  Gobiernos  
Autónomos Descentralizados  (GAD):  
juntas  parroquiales  rurales,  conce-
jos  municipales,  consejos  provinciales  

y  consejos  regionales;  a  los  que  se  
unen  los  concejos  metropolitanos.  En 
ausencia de regiones autónomas, que 
todavía no se han constituido, exis-
ten actualmente 24 provincias, 221 
cantones y 1.500 parroquias rurales” 
(IICA,MTR: 2013:14).

El SNDPP está conformado por 
su Secretaría Técnica, los GAD, el 
Consejo Nacional de Planificación, los 
Consejos de Participación de los GAD, 
los Consejos Sectoriales de la Política 
Pública de la Función Ejecutiva, 
Consejos de Nacionales de Igualdad y 
otras instancias de participación13.

Para conseguir esta coordinación ade-
más del PNBV se establecen cuatro ins-
tancias de coordinación14:

-
 corresponde al proceso que per-

mite particularizar lo definido en el 
PNBV y en la Estrategia Territorial 
Nacional (ETN) para cada una de las 
zonas de planificación y para la coor-
dinación y articulación con los GAD, 
en coherencia con los objetivos y po-
líticas nacionales. “El instrumento de 
coordinación de planificación de esta 
instancia es la Agenda Zonal, y los 
actores vinculados a la misma son los 
participantes del gabinete zonal...”15.

10. Misión, MAGAP. http://www.agricultura.gob.ec/valores-mision-vision/
11. http://www.agricultura.gob.ec/objetivos/
12. Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas (COPFP). Art. 19. 2010.
13. Ídem. Art. 21. 2010.
14. Ibídem.
15. http://www.inclusion.gob.ec/instituto-de-economia-popular-y-solidaria-ieps/
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-
 “vincula de forma hori-

zontal a un conjunto específico de 
entidades públicas y que permite 
articular la planificación nacional 
con la institucional mediante la de-
finición de objetivos y lineamientos 
de coordinación intersectorial”16. El 
instrumento en el que se concreta 
esta coordinación es la Agenda de 
Coordinación Intersectorial formu-
lada por el Consejo Sectorial y lide-
rada por el Ministerio Coordinador 
correspondiente. “En esta instancia se 
formulan los planes temáticos inter-
sectoriales como parte de la Agenda 
de Coordinación Intersectorial”17.

 “corres-
ponde a la planificación estratégica y 
operativa de las instituciones públicas. 

Define los procesos programáticos de 
implementación de las políticas públi-
cas mediante procesos permanentes, 
programas y proyectos de inversión. 
El instrumento es la Planificación 
Institucional de la política que incluye 
la planificación plurianual y anual y 
que es responsabilidad de cada una 
de las instituciones públicas”18.

 com-
plementan la definición de la política 
pública. Constituyen la demanda de 
las organizaciones sociales agrupa-
das por tipo de población vulnerable. 
“Consolidan lineamientos de políti-
cas para la inclusión de las mujeres, 
personas con discapacidad, pueblos 
y nacionalidades indígenas, niñez, 
adultos mayores y personas en situa-
ción de movilidad, entre otras”19.

16. Idem.
17.  http://www.agricultura.gob.ec/el-ministerio/
18. Ibídem.
19. PNBV 2013-2017. Pág. 16.

Gráfico 1.  

Fuente y elaboración: SENPLADES.

Ag
en

da
s 

pa
ra

 la
 ig

ua
ld

ad

Planes de desarrollo y O
rdenam

iento Territorial

Política Sectorial

Planificación institucional

Plan nacional para el Buen Vivir

Constitución

Estrategia para la Transformación de la Matriz Productiva
Estrategia para la Erradicación de la Pobraza

Agendas de Coordinación 
Institucional Agendas Zonales



13
 Políticas públicas y marcos institucionales para 
el desarrollo incluyente y equitativo en Ecuador

Sistema Nacional de Competencias 
–CNC-

Al establecer una nueva organización 
política-administrativa del Estado, el 
COOTAD crea un Sistema Nacional 
de Competencias – CNC – para las 24 
provincias, los 221 municipios y las 799 
juntas parroquiales existentes. Declara 
que la capacidad de planificación co-
rresponde de forma concurrente a los 
diversos niveles de gobierno, dentro de 
su circunscripción territorial. 

En este marco normativo, el CNC ten-
drá como sus principales objetivos: asig-
nar y regular la transferencia y ejercicio 
de competencias, organizar e imple-
mentar el proceso de descentralización 
y aprobar el plan nacional de descentra-
lización, resolver en sede administrativa 
conflictos de competencias entre niveles 
de gobierno, impulsar y coordinar pro-
cesos de fortalecimiento institucional 
para el ejercicio efectivo de las compe-
tencias y monitorear y evaluar el ejerci-
cio de las competencias20 transferidas.21 
Adicionalmente, su función primor-
dial es promover, consolidar y articu-
lar procesos que aseguren mejorar las 
condiciones y potencialidades organiza-
cionales de los GAD para garantizar los 
derechos en su territorio, mediante el 
ejercicio de sus competencias, facultades 

y prestación de servicios de manera efi-
caz, eficiente, participativa, transpa-
rente y articulada22.  

Sobre las competencias atribuidas a los 
diferentes niveles de gobierno, “desde 
la perspectiva de las políticas de de-
sarrollo rural, el nuevo modelo pre-
senta como apuesta más innovadora 
la  creación  de  un  nivel  interme-
dio,  gobiernos  regionales,  con  im-
portante  capacidad  de planificación 
y promoción del desarrollo, especial-
mente en las políticas de investigación 
e innovación y el fomento de activi-
dades productivas. El nivel municipal 
ve consolidado su papel, centrándose 
en la ordenación de los usos del suelo, 
hábitat, equipamientos de los servicios  
del  Estado  de  Bienestar  (educación,  
salud)  y  gestión  de  servicios  bási-
cos  de proximidad (agua, alcantari-
llado, residuos sólidos). Los gobiernos 
provinciales, por su parte, tienen como 
rol principal la planificación y coordi-
nación intermunicipal e interparro-
quial, junto a un papel destacado en el 
fomento productivo, incluidos elemen-
tos complementarios como sistemas 
de riego. Finalmente, las juntas parro-
quiales juegan un papel subsidiario en 
la dinamización de ciertas actividades 
económicas y la organización social de 
base” (IICA, MRT: 2013: 14). 

20. Según el Artículo 113 del COOTAD, las competencias son capacidades de acción de un nivel de gobierno 
en un sector. Se ejercen a través de facultades. Las competencias son establecidas por la constitución, la 
ley y las asignadas por el Consejo Nacional de Competencias.

21. Artículo 119 del COOTAD.
22. Ídem. 
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Espacios de participación 
ciudadana

La Constitución del Ecuador, en el Art. 
100 establece la Participación en todos 
los niveles de Gobierno, en los que se 
deben conformar espacios que cuen-
ten con la participación de la autoridad 
electa, representantes del régimen de-
pendiente (Ejecutivo) y representantes 
de la sociedad civil. La participación 
tiene por finalidad, entre otras, la ela-
boración de políticas nacionales y loca-
les y la de los planes de desarrollo.

La Ley Orgánica de Participación 
Ciudadana y Control Social –LOPCCS- 
regula los espacios de diálogo de los 
actores de la sociedad civil en rela-
ción con el ciclo de la política pública. 
Entre sus objetivos esta Ley establece 
el “Garantizar la democratización de 
relaciones entre la ciudadanía y el 
Estado en sus diferentes niveles de go-
bierno...”, y faculta a la sociedad, de 
forma individual o colectiva, a realizar 
procesos de veedurías, observatorios y 
otros mecanismos de control social. 

Establece espacios para la planifica-
ción y la definición de la política pú-
blica nacional (Consejo Nacional de 
Planificación, Asamblea Ciudadana 
Plurinacional e Intercultural, Consejos 
Ciudadanos Sectoriales) y local (Consejo 

de Planificación Local, Asambleas 
Locales). Adicionalmente, establecen 
los Consejos Nacionales para la igual-
dad, para el trabajo específico de pobla-
ciones vulnerables.

Nivel nacional

Consejos Nacionales para la 
igualdad

Para el seguimiento de la política públi-
ca la LOPCCS en los diferentes niveles 
de Gobierno, la Ley establece diferentes 
mecanismos. El primero, denomina-
do Consejos Nacionales para la Igual-
dad23, instancias integradas, por repre-
sentantes del Estado y de la Sociedad 
Civil, quienes deberán agruparse en los 
siguientes grupos de personas. Género, 
intergeneracional, interculturalidad, 
discapacidades, movilidad humana 

La regulación de estos espacios deberá 
hacerse en la ley correspondiente (Ley 
de Consejos de Igualdad), situación 
pendiente y que ha provocado que las 
Agendas para la Igualdad no cuenten 
con la legitimidad social suficiente.

Consejo Nacional de Planificación
Es el espacio de más alta jerarquía de 
la planificación nacional. Es un espa-
cio de consulta y diálogo directo entre 

23. Los Consejos Nacional para la Igualdad, deben desarrollar las Agendas para la Igualdad, insumo para la 
formulación de política pública sectorial.
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el Estado y la ciudadanía, para llevar 
adelante el proceso de formulación, 
aprobación y seguimiento del Plan 
Nacional de Desarrollo (LOPCCS, Art. 
48). Convoca a la Asamblea Ciudadana 
Plurinacional e Intercultural para el 
Buen Vivir.

Asamblea Ciudadana Plurinacional 
e Intercultural para el Buen Vivir

Entre sus atribuciones, esta asamblea se 
encarga de monitorear “que los objeti-
vos que se plasmen en el Plan Nacional 
de Desarrollo se concreten en la pro-
gramación y ejecución del presupuesto 
del Estado, en la inversión y asignación 
de los recursos públicos a las instancias 
estatales correspondientes” (LOPCCS, 
Art. 49). Está conformada por repre-
sentantes de las asambleas locales de 
participación, de cada consejo ciuda-
dano sectorial y de las organizaciones 
sociales nacionales.

Las convocatorias las realiza la 
SENPLADES, al menos dos veces al 
año, para la aprobación y evaluación 
del Plan Nacional de Desarrollo.

Consejos ciudadanos sectoriales

Los Consejos Ciudadanos Sectoriales 
son espacios de participación ciuda-
dana de la Función Ejecutiva para 
“el diálogo, la deliberación y el segui-
miento de las políticas públicas de ca-
rácter nacional y sectorial; constituyen 
un mecanismo para la discusión de 
los lineamientos y seguimiento de la 

evolución de las políticas ministeria-
les...” (LOPCCS, Art. 52). 

Entre las funciones de los Consejos 
Ciudadanos Sectoriales se encuentran: 
“intervenir como instancias de consulta 
en la formulación e implementación de 
las políticas sectoriales de alcance na-
cional; proponer al ministerio agendas 
sociales de políticas públicas sectoria-
les; monitorear que las decisiones de 
las políticas y los planes sectoriales mi-
nisteriales se concreten en las partidas 
presupuestarias respectivas y se imple-
menten en los programas y proyectos 
gubernamentales sectoriales; hacer el 
seguimiento y la evaluación partici-
pativa de la ejecución de las políticas 
públicas sectoriales en las instancias 
estatales correspondientes..” (LOPCCS, 
Art. 53).

Estos espacios están conformado por ac-
tores de la sociedad civil organizada que 
tienen relación con la temática tratada 
por cada sector. Las asambleas locales 
plurinacionales e interculturales para el 
buen vivir podrán enviar representan-
tes a los consejos ciudadanos. Esta es la 
manera en la que este espacio contaría 
con representatividad local o territorial.

Planificación local

Asambleas locales

Son espacios de participación local, re-
lacionados a la planificación. “En cada 
nivel de gobierno, la ciudadanía podrá 
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organizar una asamblea como espacio 
para la deliberación pública entre las 
ciudadanas y los ciudadanos, fortale-
cer sus capacidades colectivas de inter-
locución con las autoridades y, de esta 
forma, incidir de manera informada 
en el ciclo de las políticas públicas, la 
prestación de los servicios y, en gene-
ral, la gestión de lo público” (LOPCCS, 
Art. 56).  

Entre las funciones de las asambleas 
locales se pueden señalar las siguien-
tes: “proponer agendas de desarrollo, 
planes, programas y políticas públicas 
locales; promover la organización so-
cial y la formación de la ciudadanía 
en temas relacionados con la partici-
pación y el control social” (LOPCCS. 
Art. 60).

Las asambleas locales, deberán estable-
cerse en todos los niveles de gobierno, 
y deben tener entre sus integrantes, 
actores sociales de su nivel territorial y 
delegados de asambleas del nivel terri-
torial inferior.

Instancias de participación 
ciudadana a nivel local

En cada instancia de participación ciu-
dadana local deberá existir instancias de 
participación con la finalidad de “elabo-
rar planes y políticas locales y sectoria-
les entre los gobiernos y la ciudadanía; 
mejorar la calidad de la inversión o 
pública y definir agendas de desarro-
llo (LOPCCS, Art. 64), entre otras. Su 
composición deberá estar integrada por 
autoridades electas, representantes del 
régimen dependiente y representantes 
de la sociedad en el ámbito territorial 
de cada nivel de gobierno

Consejos locales de planificación

Son espacios “encargados de la formu-
lación de los planes de desarrollo, así 
como de las políticas locales y secto-
riales que se elaborarán a partir de las 
prioridades, objetivos estratégicos del 
territorio, ejes y líneas de acción, de-
finidos en las instancias de participa-
ción” (LOPCCS, Art. 66).



17
 Políticas públicas y marcos institucionales para 
el desarrollo incluyente y equitativo en Ecuador

La pobreza es un imperativo moral y un 
problema político. El mal de la pobreza 
está disperso en toda la sociedad, pero 
está más enraizado en el sector rural y 
sobre todo en las poblaciones indíge-
nas y afroecuatorianas. Si bien la po-
breza y pobreza extrema en el Ecuador 
ha disminuido significativamente en 
la última década, no se debe descansar 
hasta eliminarla completamente. 

Aún se mantienen aspectos de carácter 
estructural y funcional que no permi-
ten romper el círculo vicioso de repro-
ducción de pobreza, considerando que 
atrás de cada punto porcentual de la 
misma se encuentran miles de perso-
nas que viven día a día en condiciones 
precarias y de miseria. 

Esta caracterización tiene dos entradas, 
la del análisis relacionado con la cober-
tura de servicios (pobreza por NBI) y 
otro relacionado con las condiciones 
para la generación de trabajo e ingresos 
(pobreza por ingresos), estableciendo 
la diferencia existente entre el campo 
y la ciudad. Adicionalmente, se consi-
dera importante distinguir el impacto 
de la pobreza por grupo étnico.

2.1 Caracterización de los 
principales procesos de 
exclusión que afectan las 
zonas rurales del país

Esta caracterización parte por analizar 
la evolución de la pobreza, tanto por 
generación de ingresos como por NBI, 
comparando la realidad urbana y rural. 
Posteriormente se desagregan algunos 
indicadores sociales y económicos en 
los que se analiza las distintas condicio-
nes de pobreza por grupo étnico.

Pobreza y desigualdad

Pobreza por ingresos

La relación campo-ciudad histórica-
mente expresa enorme inequidades en 
los países de la región, el caso ecuato-
riano no es la excepción.  En el Gráfico 
No. 2 se representa la evolución de la 
pobreza y pobreza extrema por ingre-
sos, la brecha entre la pobreza urbana 
y rural es de importante significancia. 

La brecha de pobreza por ingresos ur-
bano versus rural es significativamente 

2. Características de los procesos de 
exclusión en las áreas rurales
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importante y prácticamente en pro-
medio la misma en los últimos ocho 
años. Sin embargo, a partir del 2012 se 
observa una fuerte tendencia a la dis-
minución de la pobreza por ingresos 
rural, resultado de importantes políti-
cas redistributivas, sociales e inclusivas 
para el sector. 

En lo que respecta a los ingresos la-
borales personales, los datos muestran 
que, entre 2007 y 2013, el ingreso 
laboral personal promedio urbano 
aumentó más que el ingreso labo-
ral personal promedio rural. Así, en 

2007, la brecha equivalió a US$ 198 y 
en 2013 a US$ 23124. 

Dentro de la ruralidad hay escena-
rios que tienen contextos distintos en 
lo que a pobreza refiere, en el gráfico 
Nro. 3  se muestra la tendencia de la 
pobreza por ingresos desagregada por 
etnias. La inequidad también tiene su 
expresión entre diferentes pueblos y 
nacionalidades siendo los pueblos in-
dígenas los más excluidos seguidos 
por los afroecuatorianos, montubios y 
la población mestiza. La población in-
dígena presenta un promedio de 30% 

24. ENEMDUR 2007 - 2013.

Gráfico 2.  Evolución de la pobreza por ingresos nacional, 
urbana y rural

Fuente y Elaboración: INEC-ENEMDU. Reporte de pobreza y desigualdad Diciembre 2014.
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más de pobreza que la tendencia nacio-
nal, resultado de décadas de inequidad, 
olvido y ausencia de políticas públicas 
económicas, productivas y sociales fo-
calizadas hacia ellos. Es indudable que 

la pobreza afecta con mayor intensi-
dad a la población que reside habitual-
mente en las zonas rurales, pues en 
dichos espacios geográficos 1 de cada 2 
personas es pobre.

Al revisar la pobreza por Necesidades 
Básicas Insatisfechas (NBI) el escenario 
es aún más desfavorable. Esta medida 
de pobreza toma en cuenta las caren-
cias en la satisfacción de necesidades 
básicas como: vivienda, salud educa-
ción y empleo. A partir del año 2012  
la pobreza por NBI rural presenta im-
portantes resultados a la baja, lo cual, 
entre otras cosas, puede ser resultado 

de una buena gestión de transferencia 
de competencias a los GAD así como 
énfasis en cobertura de servicios públi-
cos desde el ejecutivo, especialmente 
salud, educación y vivienda.  

En el gráfico Nro. 4 se observa que la 
brecha urbano – rural es más significa-
tiva que la pobreza por ingresos lo cual 
genera importantes reflexiones.  

Gráfico 3. Pobreza por ingresos desagregado por etnias

Fuente: Agenda Social – MCDS
Elaboración: MCDS
Nota: A partir del 2010 la Encuesta Nacional de Empleo y Desempleo 
–ENEMDU- incorpora la étnica montubia dentro de su formulario. 
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Estas condiciones se expresan en el 
acceso que estas poblaciones tienen 
a factores relacionados con derechos 
constitucionales, como educación, sa-
lud, vivienda digna, seguridad social, 
etc. También en insuficientes activos 
para la generación de ingresos. A con-
tinuación se revisan algunos datos.

Escolaridad

La escolaridad, es un indicador definido 
por el INEC-SISSE que calcula el nú-
mero de años lectivos promedio apro-
bados en instituciones de educación 

formal. La brecha urbano-rural ex-
presa una problemática; mientras que 
el promedio de años en las ciudades es 
de 11 años en las zonas rurales esta es 
de casi la mitad: 6.9 años25. 

Los años de escolaridad promedio en 
las zonas rurales también presentan 
importantes brechas, en alrededor de 
10 años los años de escolaridad pro-
medio en las población afroecuato-
riano y montubio se han mantenido 
en promedio similares, la situación de 
los pueblos y nacionalidades indígenas 
presenta un escenario más alentador 
para el 2013.  

Gráfico 4. Pobreza por NBI

Fuente: INEC – ECV 2014 
Elaboración: La consultora

25. INEC-ENEMDUR (2007-2013).
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La tasa de asistencia básica muestra satis-
factoriamente que a nivel nacional para 
el año 2014, más del 90% de personas 

de las áreas urbano y rural la cumplen. 
La meta del Gobierno Nacional es al-
canzar su universalización. 

Gráfico 5.  Años de escolaridad por etnia

Gráfico 6. Tasa Neta de asistencia Básica

Fuente y Elaboración: Ministerio de Educación,Instituto Nacional de Estadistícas y Censo, 
Encuesta  Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo, 2004-2007-2010-2013.

Fuente: INEC – ENEMDU
Elaboración: SIISE – MCDS
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En lo que se refiere a la tasa neta de 
asistencia al bachillerato por área. En las 
ciudades esta tasa es de 69.7% mientras 
en la zona rural la tasa es de 56,8%26. 
Mientras que para la educación supe-
rior la tasa neta de asistencia en el área 
urbana es de 25,95 y 10,1% en el área 
rural27. La situación es diferente entre 
pueblos y nacionalidades, registrándose 
14,7% para poblaciones indígenas. 

El analfabetismo sigue teniendo impor-
tante presencia en la ruralidad, sobre 
todo en poblaciones más vulnerables. 
Mientras que la tasa de analfabetismo 
nacional se ubica en 5,8% en el 2014, 
en la zona urbana es de 3,8% y en la 
zona rural es de 10,3%. De la cual, las 
poblaciones rurales como pueblos indí-
genas y montubias de 15 a 49 años es 
de 6,5% y 4,9% respectivamente28. 

Al analizar la escolaridad de las ma-
dres de los hogares, se observa que el 
28% de las madres indígenas no tiene 
ningún nivel de escolaridad, el 41,7% 
ha completado la primaria, el 27,5% la 
secundaria y apenas un grupo privile-
giado de 2,5% ha logrado acceder a la 

educación superior.  Estas cifras gene-
ran importantes reflexiones en el sen-
tido que, a pesar de la gratuidad de la 
educación ecuatoriana en todos sus ni-
veles, siguen existiendo otros factores 
que no incentivan o limitan el acceso 
de las mujeres rurales a la educación.

26. INEC-ENEMDU 2014.
27. INEC-ENEMDU 2014.
28. INEC-ENEMDU 2014.

Gráfico 7. Nivel de escolaridad de la población rural 
en el año 2014 

Fuente: INEC – ECV 2014
Elaboración: La consultora
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Salud

La salud es otro derecho que establece 
serias diferencias en cuanto a su cober-
tura. Considerando el indicador relativo 
a “personal de salud por cada 10.000 
habitantes” mientras para la zona ur-
bana este es de 35.6 mientras en las zo-
nas rurales este es de 7.5, sumados a la 
enorme dispersión geográfica29. 

Otro de los problemas que afectan mu-
cho a la salud de las poblaciones rura-
les es la desnutrición crónica infantil, 
como se observa en el gráfico Nro. 9 
la desnutrición crónica en menores de 

cinco años en la población rural su-
pera con alrededor de 12 puntos a la 
urbana, reflejando que el entorno nu-
tricional, social y económico en el que 
se desarrollan los niños en la ruralidad 
genera importantes brechas.      

En el Ecuador, el fenómeno de la des-
nutrición infantil crónica implica un 
severo retardo en el crecimiento físico 
e intelectual de los niños y niñas me-
nores de cinco años; este problema de 
salud afecta actualmente al 25,3% de 
los menores ecuatorianos30. Los meno-
res indígenas sufren la desnutrición en 
una proporción de 51%31.

29. INEC, Censo de población y vivienda 2010.
30  INEC. MSP. ENSANUT 2012
31  Atlas de las desigualdades socio-económicas del Ecuador. SENPLADES, 2013.

Gráfico 8. Escolaridad madres de hogares 
desagregado por etnias 

  Fuente y Elaboración: INEC- ENSANUT 2012
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En lo relativo al porcentaje de niños 
muertos entre los nacidos vivos de mu-
jeres entre los 15 y 49 años en el año 
2013, el dato referido a la población 
indígena es de 5.99% casi el doble de 
la media nacional que es de 3.31%32. 
Sin embargo, tal como en el caso de 
la mortalidad materna, este indicador 
adolece de un adecuado registro. Cabe 
recalcar que el indicador de mortalidad 
infantil expresa varias situaciones de 
salud ligadas a la madre y su atención 

durante el embarazo y parto, pero so-
bretodo es el reflejo del resultado de 
salud del niño durante el primer año 
de vida. 

En lo relacionado a mortalidad ma-
terna, la razón de mortalidad materna 
por cada 100.000 nacidos vivos es de 
60,233. Como se muestra en el Gráfico 
Nro. 10 para el año 2013 provincias con 
alta presencia de población indígena 
como Chimborazo duplican este valor. 

32  INEC. Registro defunciones generales 2013. 
33  INEC. Estadísticas vitales, 2012.

Gráfico 9. Desnutrición crónica según área de residencia

Fuente: INEC-ECV 2014
Elaboración: La consultora
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Gráfico 10. Mortalidad materna según provincias de residencia habitual

De acuerdo a las cifras publicadas por 
el INEC y su registro de defunciones 
generales, a nivel nacional, para el año 
2013 se registraron 155 muertes ma-
ternas, dando como resultado una ra-
zón de 45,71 lo que significa que por 
cada 100.000 nacidos vivos fallecen 
aproximadamente 46 mujeres en edad 
fértil. Cuando este análisis se lo rea-
liza además por grupo étnico se puede 

observar que las mujeres indígenas son 
las que más muertes registran, princi-
palmente durante posparto.

El embarazo en adolescentes presenta 
riesgos debido a las repercusiones que 
tiene sobre la salud y educación de la 
madre así como secuelas psicosociales 
sobre el proyecto de vida de los jóve-
nes, lo cual genera importantes brechas 

  Fuente: Instituto Nacional de Estadisticas y Censos, Defunciones Generales, 2013.
  Elaboración: La consultora
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sociales. En el año 2011 el 22% de na-
cimientos nacionales registrados fue-
ron de una madre adolescente, y de 
ese grupo el 75% corresponde a perso-
nas de familias que se encuentran bajo 
la línea de pobreza, lo cual demuestra 
que es una problemática asociada a 
esta condición.  
 

Vivienda

Las condiciones de habitabilidad son 
indicadores importantes el momento 
de identificar información relevante de 
los procesos de exclusión en áreas ru-
rales del país. Así, cuando se considera 
el porcentajes de hogares con acceso 
a agua por red pública por áreas geo-
gráficas se evidencia que en el sector 
rural este es de 38.8% mientras en las 
ciudades es de 92%. La media nacio-
nal es de 73.5%34. Con el alcantarillado 
la situación es aún más compleja, ubi-
cándose en la ruralidad este porcentaje 
en 25.5% mientras en las ciudades la 
cobertura es de 80.2%35. Al igual que 
en otros indicadores la situación se 
complica mucho más cuando se trata 
de poblaciones indígenas y afrodescen-
dientes, un ejemplo de ello es el por-
centaje de viviendas con acceso a la red 

pública para alcantarillado, al 2010 el 
29.1% de los hogares indígenas dispo-
nen de este servicio y el 47% de los ho-
gares afrodescendientes.

El Atlas de las Desigualdades de la 
SENPLADES establece un multi in-
dicador para definir la calidad de la 
vivienda, denominado Diferencia cua-
litativa habitacional36, el mismo refleja 
que la ruralidad no ha transformado 
esta situación. En 1982 este indicador 
se ubica en 98.6% de deficiencia, para 
el 2010 este baja al 92.4%, comparado 
con el 50.3% en las ciudades37.

La vivienda, al ser un espacio de segu-
ridad para el ser humano, debe contar 
con condiciones mínimas que asegu-
ren su calidad independientemente de 
las condiciones sociales, económicas y 
de hacinamiento de la población. Se 
considera que un hogar es hacinado 
si cada uno de los dormitorios con los 
que cuenta, sirve en promedio a un 
número de miembros mayor a tres. 
Como se muestra en el gráfico Nro. 11 
las condiciones de hacinamiento a ni-
vel nacional en promedio hasta el 2012 
mantuvieron una tendencia a la baja, 
sin embargo, a partir de ese crecen en 
cifras no tan significativas. 

34 INEC, ENEMDUR (2013).
35 INEC, ENEMDUR (2013).
36 Contiene indicadores relacionados con condiciones como agua dentro de la vivienda, alcantarillado, elec-

tricidad en la red pública, recolección de basura, paredes y pisos adecuados, servicio higiénico exclusivo, 
y menos de tres personas por cuarto (pág. 109).

37 INEC, Censo de Población y Vivienda (1982, 1990, 2001, 2010).
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Desigualdad de género

Existe una desventaja  estructural de la 
mujer rural, sobre todo indígena, en el 
mercado de trabajo debido a dos facto-
res: el analfabetismo y al hecho de que 
la escolaridad de mujeres dedicadas a la 
agricultura es menor a cuatro años de 
educación básica. El 70% de las muje-
res que asisten  a centros de alfabetiza-
ción han sufrido algún tipo de violencia. 
Mientras el promedio nacional de vio-
lencia contra la mujer es del 60,6%, en-
tre los indígenas  llega al 67,8% y entre 
los afro descendientes al 66.7%38.

Esta desigualdad de género también se 
evidencia en el empleo, la tendencia a 
lo largo de la historia muestra que las 
mujeres que son parte de la Población 
Económicamente Activa (PEA) tienen 
empleo inadecuado. Esto es, aquellas 
personas con empleo que no satisfacen 
las condiciones mínimas de horas o in-
gresos, percibieron ingresos laborales 
menores al salario mínimo y pueden, o 
no, desear y estar disponibles para tra-
bajar horas adicionales. Es decir, cons-
tituyen la sumatoria de las personas en 
condición de subempleo, otro empleo 
inadecuado y empleo no remunerado.  

38  INEC, Censo Nacional de Población y  Vivienda 2010.

Gráfico 11. Porcentaje de hacinamiento de los hogares

Fuente: INEC – ENEMDU
Elaboración: La consultora
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Empleo

Las condiciones de empleo en la que se 
desarrolla la ruralidad, generan espa-
cios de trabajo muchas veces informales 

y no remunerados. La tendencia se ha 
mantenido en los últimos años, pre-
sentando en promedio un porcentaje 
de 70% de empleo inadecuado para el 
sector rural. 

Gráfico 12. Empleo adecuado e inadecuado por género

Gráfico 13. Empleo adecuado, inadecuado y empleo no remunerado 
en la zona rural del Ecuador

Fuente: INEC – ENEMDU 2014
Elaboración: La consultora

    Fuente: ENEMDU 2014
    Elaboración: La consultora
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Al analizar la desagregación del em-
pleo por provincia, se evidencia que de 
acuerdo a los datos proporcionados por 
la Encuesta de Superficie y Producción 
Agropecuaria Continua –ESPAC– 
2011, existe una prevalencia de empleo 
de personas productoras y/o familiares 

en 19 provincias del país, especial-
mente en Azuay, Manabí, Cotopaxi, 
Chimborazo, Guayas y Loja. La proba-
bilidad de que se desarrolle en caracte-
rísticas inadecuadas es alta, generando 
aún más vulnerabilidades para el em-
pleo en los territorios rurales. 

Jóvenes

La situación demográfica a nivel na-
cional, presenta un escenario en el 
cual las personas de entre 12 y 17 años 
representan el 11,7% del total de la 

población en el año 201439. Junto a 
ello, la población juvenil entre 18 y 29 
años constituye el 21% de la población 
total40. La mayor cantidad de  pobla-
ción juvenil en Ecuador se concentra 
en las provincias de Guayas y Pichincha 

Gráfico 14. Número de personas por tipo de empleo según provincia
Año 2011

39 INEC– Proyecciones de estadísticas demográficas del CPV 2010. 
40 INEC– Proyecciones de estadísticas demográficas del CPV 2010.

Fuente: ESPAC 2011
Elaboración: La consultora
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donde viven cerca del 50% del total de 
las juventudes del país. 

La Encuesta de Condiciones de Vida 
realizada en el 2014, evidencia que en 

la población rural alrededor del 50% 
de la población tiene entre 0 y 24 años, 
por lo cual la importancia de políticas 
inclusivas y participativas para este 
grupo es sumamente importante.  

El desempleo juvenil es el doble que 
el desempleo general. La tasa de des-
empleo juvenil en 2013 fue de 8,6% 
frente al 4,2% del desempleo nacional 
(ENIEP, 2014:149). Las mujeres jóve-
nes con menores niveles educativos y 
sin experiencia laboral son las que en-
cuentran más barreras para acceder al 
empleo. La falta de acceso a oportuni-
dades de trabajo digno pone en riesgo 

no solo el sistema económico, sino la 
cohesión social. 

Activos productivos

La pobreza rural y campesina se ge-
nera principalmente desde los procesos 
de concentración de la tierra y de su 
renta, así como del agua, del ingreso y 

Gráfico 15. Grupos de edad de la población rural
Año 2014

Fuente: INEC-ECV 2014
Elaboración: La consultora
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de las oportunidades en un pequeño 
grupo de empresarios terratenientes 
o arrendatarios. Las teorías dominan-
tes sobre la pobreza rural, en general, 
omiten analizar el problema del agua, 
de la tierra y la descomposición de las 
comunidades ancestrales.

La concentración de la tierra y el 
agua, principales activos para la pro-
ducción campesina. Los datos censa-
les al respecto datan del 2000. Según 
el Censo Nacional Agropecuario del 
2000, 63.51% Unidades Productivas 
(UPA), correspondientes a exten-
siones menores a 5 has. Mientras el 
2.37% corresponde a propiedades 
mayores a 100 has. Otras fuentes más 
actuales corroboran este fenómeno. 
“Según la FAO 2013, la AFC41 repre-
senta el 84.5% de las UPAS con una 
concentración de 20% de la tierra; 
cuenta con un 37% del agua para 
riego” (ENIEP: 159).

Con el agua la situación no es dife-
rente. La población campesina e indí-
gena cuenta con sistemas comunales 
de riego que representan el 86% de 
usuarios, sin embargo, solamente tie-
nen el 22% del agua regada y acce-
den al 13% del caudal. En tanto que 

el sector privado, que representa el 1% 
de UPA concentra el 67% del caudal42.

Los trabajadores ocupados en la rama 
agrícola, silvícola, caza y pesca equiva-
len el 25,3% de la PEA total del país43. 
Siendo una importante fuente de ge-
neración de empleo, contribuye  ac-
tualmente al 9,19% del PIB44.

Según datos de la ENEMDU a di-
ciembre del 2013, a nivel nacional el 
33,3% de la PEA tiene afiliación al 
IESS y el 6,56% está afiliada al Seguro 
Campesino. De los adultos mayores el 
23,31% tiene jubilación a través del 
IESS, mientras el 11,71% posee a tra-
vés del Seguro Campesino.

Crédito 

En cuanto al acceso al crédito, de las 
535.309 personas productoras con 
unidades productivas agropecuarias 
-UPA- menores a 5 Ha, solamente el 
6% tuvieron acceso a crédito produc-
tivo (formal o informal)45, es decir, el 
acceso es muy bajo. La dificultad sobre 
su implementación radicaría en cuatro 
aspectos: 1) institucional; 2) cobertura; 
3) operación; y 4) sujetos de crédito. 

41 La Agricultura Familiar Campesina AFC es considerada en relación a la pequeña propiedad campesina, 
cuyo promedio de extensión de tierra es de 5has en la Sierra, menos de 20 has en la Costa y menos de 50 
has en la Amazonía. SENPLADES-ENIEP (Pág. 158). 

42 FORO DE LOS RECURSOS HIDRICOS: El despojo del agua, 2008.
43 INEC-ENEMDUR 2013.
44 INEC-ENEMDUR 2012.
45 MAGAP/SICA: El productor agropecuario y su entorno, 2003, en base al III Censo nacional agropecuario.
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En los últimos años se observa un rá-
pido incremento en cobertura de cré-
dito en la economía ecuatoriana. Sin 
embargo, al aproximarse al sector de la 
agricultura, silvicultura, caza y pesca, a 
pesar de su importancia en el PIB total 
y la seguridad alimentaria, se observa 
una mayor inversión hacia el sector de 
los servicios y el comercio (de acuerdo 
a la Superintendencia de Bancos y 
Seguros del Ecuador para el año 2013 
el 84,1% y el 55,0% de la cartera bruta 
de bancos privados y de la banca pú-
blica respectivamente, corresponde a 
créditos para comercio y consumo), 
además de un paulatino alejamiento 
de la dimensión productiva (ENIEP, 
2014:174).

De otro lado, el sistema coopera-
tivo ha experimentado un notable 
crecimiento durante las últimas dos 
décadas. Muchas de las demandas 
financieras de los pobres rurales y 
campesinos han sido solventadas por 
las Instituciones Financieras Rurales 
(IFIS) que tienen presencia local, 
mayor credibilidad entre las comu-
nidades, flexibilidad y una relativa 
sostenibilidad. Muchas han logrado 
establecerse en los territorios donde la 
banca tradicional no ha llegado, con-
cretando procesos de inclusión finan-
ciera y social.

2.2 Identificación de los 
principales sujetos 
sociales afectados por los 
procesos de exclusión y los 
problemas específicos que 
los afectan

Cómo ya se mencionó anteriormente, 
las condiciones de pobreza en el 
Ecuador, afectan principalmente a las 
poblaciones rurales. Dentro de ellas, las 
poblaciones más afectadas son grupos 
de pueblos y nacionalidades indígenas, 
montubios46 y poblaciones afroecua-
torianas. Dentro de cada uno de estos 
grupos sociales se identifican mayores 
afectaciones producto de la exclusión.
Las poblaciones indígenas del Ecuador, 
presentan peores condiciones para las 
mujeres, como se evidencia en los da-
tos expuestos en el punto anterior. Las 
mujeres indígenas tienen menos ac-
ceso a educación, atención de servicios 
de salud, trabajo. El escenario se com-
plejiza aún más si consideramos que 
en muchos lugares, la generación de 
ingresos y cuidado del hogar y la finca 
está en manos de las mujeres producto 
de la migración masculina.

Las poblaciones afroecuatorianas pre-
sentan condiciones de pobreza que 
no se limitan al acceso a servicios, 
van acompañadas de discriminación y 

46 Con el objetivo de incluir los pueblos y nacionalidades representativos del país, a partir del 2010 el INEC 
incorporó la autoidentificación étnica de montubio en la Encuesta Nacional de Empleo y Desempleo Ur-
bana y Rural (ENEMDU/ENEMDUR),sin embargo, en el año 2011 el marco muestral no fue lo suficien-
temente representativo, por lo cual en el año 2012 se define otro. Esto explica que la pobreza por ingresos 
entre el año 2010 y 2011 tenga una leve alza que estadísticamente no es tan representativa.
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racismo, que los marginan, principal-
mente en temas relacionados con el 
empleo, la educación superior, el cré-
dito productivo. Las mujeres afro des-
cendientes, sufren múltiples formas de 
exclusión, así como los jóvenes y adul-
tos mayores.

En buena parte, estas poblaciones de-
penden de los ingresos que pueden ge-
nerar, de manera familiar, en pequeñas 
o medianas propiedades de Agricultura 
Familiar Campesina47 -AFC-. En el 
Ecuador, históricamente la AFC ha ido 
la proveedora de alimentos de la pobla-
ción. Provee más del 60% del total de 
alimentos consumidos en el Ecuador 
(ENIEP. 2014: 159). Las políticas públi-
cas implementadas no han logrado re-
vertir la desventaja que tiene la AFC en 
relación a la agricultura empresarial, 
que concentran tierra, agua y capital48.

Problemas específicos que los 
afectan

Pertinencia cultural de la política 
pública

Agrava las condiciones de pobreza, 
principalmente de poblaciones indí-
genas y afrodescendientes, la no con-
creción de mecanismos interculturales 

en la planificación y la intervención 
pública en territorio. La intercultura-
lidad, no llega a ser comprendida por 
autoridades y técnicos. La ejecución 
de las políticas públicas tiende a ser 
homogenizante.  

Un ejemplo de ello se manifiesta en 
los servicios de cuidado infantil que, 
en su mayoría, se encuentran a cargo 
de profesionales de origen mestizo, 
que no conocen la lengua de origen 
(kichwa). La opción de que los niños 
y niñas aprendan su lengua materna 
debe ser de libre elección por los pa-
dres y madres, pero es importante, bajo 
el enfoque de Derechos establecido 
en la Constitución, que el servicio se 
garantice.

Otro ejemplo a citar tiene que ver con 
la calidad de los servicios de salud, ba-
sada en  infraestructura, cobertura y 
atención. Uno de los desafíos es la vin-
culación con recursos de la medicina 
tradicional y medicinas alternativas que 
sean complementarias. Entre las dificul-
tades observadas en relación a la calidad 
del servicio y en la misma línea anterior 
es la necesidad de incorporar profesio-
nales que manejen la lengua kichwa so-
bre todo para mejorar la calidad de la 
atención a adultos mayores y mujeres 
que hablen solo su lengua materna. 

47 La Agricultura Familiar Campesina AFC es considerada en relación a la pequeña propiedad campesina, 
cuyo promedio de extensión de tierra es de 5 has en la Sierra, menos de 20 has en la Costa y menos de 50 
has en la Amazonía. SENPLADES-ENIEP (Pág. 158).

48 La agricultura empresarial (15% del total de UPAS), concentra el 80% de tierra y el 63% de agua. La AFC 
(84.5% del total de UPAS), accede al 20% de la tierra y 37% de agua. FAO 2013-2017.
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Limitado acceso a activos 
productivos

Existe una brecha en el acceso a ac-
tivos productivos (tierra productiva, 
agua de riego, crédito productivo), lo 
cual mantiene una estructura agraria 
inequitativa que no ha sido atendida 
de manera estructural por anteriores 
gobiernos y el gobierno actual. Los sis-
temas de producción, caracterizados 
por una agricultura familiar campe-
sina, han sido asistida puntualmente, 
pero no de manera integral, por lo que 
su problemática histórica se mantiene. 
La estructura de producción (silos, sis-
temas de riego, crédito, etc.) no con-
templa modelos integrales de gestión. 
Las políticas relativas a protección y fo-
mento de mercados locales son débiles, 
lo que produce relaciones excluyentes 
y clientelares. Los esquemas estableci-
dos para la asociatividad son forzados, 
requeridos para el beneficio de servi-
cios, subsidios y otros instrumentos de 
política pública.

La generación de ingresos para estos 
grupos, es compleja por las condicio-
nes de los activos productivos a los que 
pueden acceder. Se trata de pequeñas 
unidades productivas, muchas veces 
en pésimas condiciones ambientales. 
No tienen acceso a otros factores de 
producción, como riego o crédito y los 
mercados, altamente asimétricos, no 
permiten utilidades justas. 

En relación a sus condiciones de em-
pleo, dado a que estas poblaciones no 

cuentan con formación, académica ni 
profesional, son contratados en condi-
ciones precarias de subempleo.

Servicios públicos básicos

La cobertura de los servicios públicos 
básicos también impacta en estas po-
blaciones con algunas particularidades, 
sobre pueblos indígenas y afrodescen-
dientes.

Educación

Si bien ha existido una disminución 
en la reducción del analfabetismo en 
la población indígena, existen brechas 
considerables relacionadas al compa-
rar con otro tipo de poblaciones con 
el acceso a educación básica en el país, 
principalmente si se compara esta con-
dición en poblaciones indígenas con las 
mestizas. 

El promedio de años de escolaridad 
también es un problema tanto para 
poblaciones indígenas (5.9) como para 
poblaciones afroecuatorianas (8.9) en 
relación con la población pobre mes-
tiza (10.1). De mantener esta tenden-
cia la población indígena no terminaría 
ni la educación básica. Lo anterior se 
suma a la supresión de las escuelas de 
las comunidades. La problemática se 
genera en el traslado de los niños y 
niñas a las escuelas existentes o a las 
Unidades Educativas del Milenio, so-
bre todo para la educación inicial. Para 
muchos, las distancias son muy largas 
y no existe transporte.
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El acceso a la educación superior ha 
sido una bandera de reivindicación 
para aquellas personas, tanto indíge-
nas como afroecuatorianas, que logran 
terminar su formación secundaria. 
Sin embargo, la  prueba de ingreso 
para universidades se basa en aptitu-
des que se desarrollan principalmente 
en la educación inicial, deficitaria en 
sectores rurales. Los jóvenes indíge-
nas que aspiran a tener una profesión 
han estudiado en escuelas unidocen-
tes, en las que esas destrezas no se han 
desarrollado a la edad y en la calidad 
adecuadas. Algo similar sucede con los 
jóvenes afrodescendientes. 

Ante el funcionamiento del sistema 
educativo universitario, basado princi-
palmente en la meritocracia, el acceso 
a la educación superior, en muchos ca-
sos implica traslado a una ciudad dis-
tante,  de aquella en principio solicitada 
por el estudiante. No se plantea como 
estrategia mecanismos para garantizar 
que jóvenes de poblaciones indígenas 

puedan trasladarse y beneficiarse de 
este servicio educativo. 

Condiciones de la vivienda

Las condiciones de vivienda de las 
poblaciones rurales, sobre todo de 
aquellas de propiedad de poblaciones 
indígenas y afroecuatorianas, presen-
tan condiciones de hacinamiento, no 
tienen un adecuado sistema de elimi-
nación de excretas, no poseen agua 
potable. Estas condiciones inciden di-
rectamente en la salud de la población.

Salud

Los niveles de desnutrición crónica in-
fantil, impactan sobre todo en pobla-
ciones indígenas. Persisten indicadores 
negativos relativos con mortalidad ma-
terno-infantil y embarazo adolescente. 
La infraestructura y profesionales de la 
salud, son deficitarios en la ruralidad, 
donde además la dispersión geográfica 
impacta en el acceso a estos servicios.
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Esta caracterización inicia con una mi-
rada histórica de las políticas públicas de 
inclusión en Ecuador. Posteriormente 
se revisan los principales cuerpos lega-
les que tienen relación con el sustento 
de las políticas públicas implementadas. 
Lo siguiente a considerar es el proceso 
de construcción de las políticas, princi-
palmente en relación a la participación 
de la sociedad civil. 

Se considera también las principales 
características de las políticas públicas, 
haciendo énfasis en algunas de ellas y 
considerando su relación con deman-
das concretas de la población. Se anali-
zan también las características centrales 
de las estrategias y sus modelos de 

gestión, considerando su relación con 
el territorio, desde una perspectiva in-
tersectorial y multinivel. 

3.1 Semblanza histórica de 
las políticas públicas de 
inclusión en Ecuador

A lo largo de la historia republicana 
del Ecuador, especialmente después de 
la Revolución Juliana49 varios han sido 
los intentos de generar políticas pú-
blicas de inclusión rural en el país, sin 
embargo no fueron concebidos de ma-
nera planificada, estratégica e intersec-
torial. Sin embargo, no fue sino hasta 
1973 durante la presidencia del Gral. 

3. Caracterización del marco 
institucional y de las políticas 

públicas de inclusión y equidad

49 La Revolución Juliana dio inicio al siglo XX en el país (1925), inauguró en la historia ecuatoriana dos políti-
cas principales: la intervención económica del Estado y la institucionalización de la atención estatal a la 
población trabajadora. También impulsó temas prioritarios como atención en salud, derechos sociales lab-
orales e introdujo en un principio una propuesta de Reforma Agraria en el Ecuador (Paz y Miño, 2013:26).  
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Guillermo Rodríguez Lara, que se esta-
bleció un primer plan de desarrollo ru-
ral plasmado en la Reforma Agraria50. 
Conjuntamente a ello, entre los años 
70 y 80 la política pública de inclu-
sión rural se expresó a través de los 
Programas de Desarrollo Rural. Con la 
creación del Fondo de Desarrollo Rural 
Marginal –FONDERUMA- en 1980, se 
creó un mecanismo de asignación co-
lectiva de liquidez a través del Banco 
Central de Ecuador, para canalizar re-
cursos financieros y técnicos, naciona-
les e internacionales hacia los sectores 
campesinos rurales marginados (IICA, 
1989: 28).  

Este periodo se caracterizó por políticas 
orientadas a la transferencia de tecno-
logía, la mecanización, la agricultura 
fue el motor de crecimiento econó-
mico, los campesinos son vistos como 
agentes económicos, principalmente. 
Entre 1070 y 1980, las políticas públi-
cas se orientaron a promover el creci-
miento económico y a la satisfacción de 
necesidades básicas, a través de los pro-
gramas de Desarrollo Rural Integrado 
(DRI). Se caracterizaron principal-
mente por políticas agrícolas estatales, 
relacionadas con la revolución verde y 
el encadenamiento del desarrollo rural. 
(ZAPATA: 2013: 20).

Sin embargo, pese a las políticas des-
critas,  en 1990 la Confederación 
Nacional de Indígenas del Ecuador – 
CONAIE – organiza un gran desplie-
gue de sus bases a lo largo de todo 
el país y consolida grandes manifes-
taciones y levantamientos que exi-
gieron primordialmente el respeto e 
igualdad de oportunidades para este 
grupo étnico. Esto da la pauta para la 
creación del Proyecto de Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas – PRODEPINE 
– que tuvo una duración de cuatro 
años (1999-2003), se ejecutó prin-
cipalmente con fondos provenien-
tes del Banco Mundial y del Fondo 
Internacional de Desarrollo Agrícola 
– FIDA – y su objetivo principal fue 
contribuir aliviar la pobreza, fortale-
cer la autogestión y elaborar una in-
tegración democrática de los pueblos 
indios y negros de 288 parroquias ru-
rales localizadas en 48 cantones del 
país (SIISE, 2015).  

En este contexto las políticas públi-
cas vinculadas con el ajuste estruc-
tural, promovieron al liberalización 
del mercado. El Estado redujo su ta-
maño considerablemente, dando paso 
a otros agentes de intervención como 
las Organizaciones no gubernamen-
tales –ONG-. Estas intervenciones se 

50  La Reforma Agraria de 1973 constituyó un proceso de cambio gradual y ordenado de la estructura agraria 
en sus aspectos económico, cultural, social y político por medio de operaciones planificadas de afectación 
y redistribución de la tierra. Su objetivo fundamental fue lograr una verdadera transformación de las 
condiciones de vida del campesinado, redistribución del ingreso agrícola y organización de un nuevo 
sistema social de empresa de mercado (Ossa et al., 2000:98).
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caracterizaron por su fuerte énfasis en 
sistemas de producción agrícola, segu-
ridad alimentaria, mujer y desarrollo, 
alivio a la pobreza (ZAPATA: 2013: 20).

Posterior a ello en el 2002 se crea el 
Proyecto de Reducción de la Pobreza 
y Desarrollo Rural Local – PROLOCAL 
– cuyo objetivo superior fue combatir 
la pobreza rural, mejorar la equidad y 
la inclusión a través del acceso de los 
pobres a oportunidades de empleo, 
producción, generación de ingresos, 
manejo de recursos naturales y otras 
soluciones sostenibles asistenciales que 
operó principalmente con fondos del 
Banco Mundial y de cooperación inter-
nacional.  Años después, por Decreto 
Presidencial No. 58051 este proyecto da 
paso al Programa de Desarrollo Rural 
Territorial – PRODER – a cargo del 
Ministerio de Inclusión Económica y 
Social – MIES – que tuvo como enfo-
que de desarrollo territorial rural a un 
proceso de transformación productiva 
e institucional, cuyo fin es reducir la 
pobreza rural.   

En estos años (2000) la política pública 
tomó un importante énfasis en la go-
bernabilidad, la descentralización, la 
protección social y la erradicación de la 
pobreza (ZAPATA: 2013; 20).

El gobierno ecuatoriano ha promo-
vido uno de los procesos de reforma 
más profundos de la política de in-
clusión social y económica de las 
últimas décadas. Los esfuerzos reali-
zados para construir y consolidar un 
sistema inclusión social más equita-
tivo y de corte universal se ven rati-
ficados a partir de la Constitución de 
2008, creada y aprobada en Asamblea 
Nacional, la que representó un im-
portante avance en reconocimiento 
de derechos para la población. La 
Constitución es el principal referente 
para los procesos de planificación, de-
finición de políticas y uno de los an-
tecedentes principales en los procesos 
de construcción de pactos tanto so-
ciales como fiscales, puesto que traza 
rutas de política pública que se están 
traduciendo en reformas, políticas y 
programas concretos. 

A partir del 2007, con el actual go-
bierno, la planificación cobra un 
rol importante para la definición de 
la política pública en torno al Plan 
Nacional de Desarrollo en el que se 
establecen  los objetivos nacionales 
bajo los cuales se logrará la transfor-
mación económica, social, ambien-
tal y participativa del país (PNBV, 
2013:17).  

51 El Decreto también traspasa otros programas como: Operación Rescate Infantil (ORI) y Aliméntate Ecuador a 
cargo del Ministerio de Bienestar Social de ese entonces al actual Ministerio de Inclusión Económica y Social. 
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Así también, la Constitución en con-
junto con el PNBV provee mecanismos 
de planificación acorde a las necesidades 
sectoriales de la población. Las agendas 
sectoriales de la política pública desdo-
blan la planificación nacional en cada 
ámbito de intervención gubernamen-
tal y las agendas para la igualdad con-
solidan lineamientos de política para la 
inclusión de las mujeres, personas con 
discapacidad, pueblos y nacionalidades 
indígenas, niñez, adultos mayores y 
personas en situación de movilidad, en-
tre otras (PNBV, 2013:16). 

En ese contexto, la Agenda Social al 
2017 establece los lineamientos bajo 
los cuales se guiará la política pública 
del sector social con el fin de articular 
las acciones de manera intersectorial 
y lograr una universalización  del ac-
ceso, coberturas y prestaciones de los 
servicios en el territorio; fortalecer los 
mecanismos de prevención de riesgos 
sociales y en general lograr la disminu-
ción o eliminación de los causantes u 
determinantes de la pobreza nacional 
(urbana y rural) como limitantes del 
Buen Vivir52 (Agenda Social, 2013:18).  

3.2 Caracterización del marco 
institucional de estas 
políticas

Como ya se había mencionado ante-
riormente los cuerpos legales que am-
paran la ejecución de la política pública 
son: a) el COOTAD que propone la 
consolidación del proceso de descen-
tralización, de forma progresiva y obli-
gatoria, siguiendo un proyecto de país 
que regula la gestión de los diferen-
tes niveles de gobiernos (GAD). b) el 
COPFP tiene como objeto organizar, 
normar y vincular el Sistema Nacional 
Descentralizado de Planificación 
Participativa con el Sistema Nacional 
de Finanzas Públicas y regular su fun-
cionamiento en los diferentes niveles 
del sector público.

Estos dos marcos legales establecen ins-
trumentos para el diseño y ejecución de 
la política pública, siendo el principal 
el Plan Nacional de Desarrollo (PNBV 
2013-2017). Las instituciones públicas, 
ministerios coordinadores y sectoriales 
deben alinear su planificación a los obje-
tivos nacional establecidos en el PNBV53. 

52 Según el PNBV el Buen Vivir  se construye sobre la base de: “reforzar la necesidad de una visión más amplia, la 
cual supere los estrechos márgenes cuantitativos del economicismo, que permita la aplicación de un nuevo modelo 
económico cuyo fin no se concentre en los procesos de acumulación material, mecanicista e interminable de bienes, 
sino que promueva un modelo económico incluyente; es decir, que incorpore a los procesos de acumulación y 
redistribución, a los actores que históricamente han sido excluidos de las  lógicas del mercado capitalista, así como 
aquellas formas de producción y reproducción que se fundamentan en principios diferentes a dicha lógica de mercado” 
(PNBV, 2013:27). Adicionalmente, se puede revisar el Título VI, Capítulo primero, Principios Generales de la 
Constitución de la República 2008 en donde puntualiza las definiciones generales del Buen Vivir. 

53 El PNBV 2013-2017 establece doce objetivos nacionales para el Buen Vivir, de los cuales el objetivo 2 “Auspi-
ciar la igualdad, la cohesión, la inclusión, le equidad social y territorial en la diversidad”; el objetivo 3 “Mejorar 
la calidad de vida de la población” y el objetivo 8 “Consolidar el sistema económico, social y solidario de forma 
sostenible” constituyen los objetivos supremos o paraguas bajos los cuales se planifica la política inclusiva 
nacional en sus distintos ejes (económico, social, cultural, intergeneracional, género, entre otros). 
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También la planificación local debe es-
tar articulada  a este instrumento de 
planificación.

La definición de la política pública 
de cada ministerio se define en el 
marco de las agendas sectoriales, de 
las que se desprenden los proyectos 
que se ejecutan en territorio. La ar-
ticulación intersectorial liderada por 
los Ministerios coordinadores tiene el 
limitante de que se la realiza única-
mente a nivel central.

En el marco de las competencias defini-
das en la Constitución y en el COOTAD, 
el Ejecutivo debe llegar territorial-
mente con servicios sociales y con los 
dispositivos vinculados a los temas de 
justicia social, en unidades territoria-
les denominadas distritos y circuitos54. 
Los otros niveles de Gobierno (provin-
cial, municipal y parroquial), se man-
tienen operando con la administración 
política administrativa anterior a la 
Constitución del 2008. 

La Constitución establece la creación 
de un nivel intermedio de región, pero 
este no se ha podido consolidar más 
allá de un espacio referencial para la 
planificación en territorio.

Un primer elemento para definir la fragi-
lidad de la política pública tiene que ver 
justamente con la relación del Ejecutivo 

con los otros niveles de gobierno en te-
rritorio. Puesto que se han creado unida-
des geográficas de intervención que en 
muchas ocasiones se cruzan con varias 
unidades administrativas de los GAD

La definición de la política pública na-
cional está a cargo de los Ministerios 
(COPF, Art. 15). Sin embargo en el 
marco de sus competencias, definidas 
en el COOTAD, los GAD pueden de-
finir las políticas públicas locales. El 
instrumento de articulación entre los 
niveles nacionales y territorial es la 
Estrategia Territorial Nacional, esta-
blecida como tal en el COPFP, Art. 10 
al 53, en base a la cuál la Secretaria 
Nacional de Planificación y Desarrollo 
–SENPLADES- debe desarrollar las 
agendas zonales, para la orientación 
territorial. Sin embargo, no se eviden-
cia la participación y apropiación de 
la misma ni del Ejecutivo en territorio 
ni de los GAD. Esta situación pone en 
riesgo la aplicación de la política con 
una visión nacional.

Los GAD tienen una función clave en 
la erradicación de la pobreza, mediante 
el fomento productivo, la construcción 
de caminos vecinales, la dotación de 
servicios básicos como el agua pota-
ble o el alcantarillado sanitario, el or-
denamiento urbano, la generación de 
espacios públicos, la dotación de áreas 
verdes, etc. 

54 El detalle de funcionamiento de los distritos y circuitos se ampliará en el punto 4.5 de este documento.
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3.3 Proceso de construcción de 
estas políticas

El PNBV 2009-2013 tiene como ca-
racterística la participación ciudadana 
como un elemento fundamental en la 
construcción de este Plan, se destacan 
(PNBV, 2013:37):

Diálogos para el Buen Vivir: Su ob-
jetivo fue elaborar un diagnóstico y 
detectar los principales nodos críti-
cos detectados por los ciudadanos y 
recibir sus propuestas, oficialmente 
se registró una participación de 
6160 participantes. 

Talleres, mesas temáticas y grupos 
focales: Se enfatizó la discusión en 
temas de igualdad, capacidades y 
potencialidades, derechos de la na-
turaleza trabajo y sistema econó-
mico. Se registró una participación 
de 1061 participantes.

Veedurías y observatorios: Impul-
saron recomendaciones sobre la 
base de la experiencia del an-
terior Plan. Se registraron 605 
participantes.

Talleres participativos de prospec-
tiva a nivel nacional: Identificaron 
problemas claves para la visión na-
cional y zonal a largo plazo. Se re-
gistraron 240 participantes. 

Reuniones con delegados de or-
ganizaciones sociales nacionales, 

consejos sectoriales y asambleas 
locales, seminario internacional, 
maratones radiales y espacios vir-
tuales. Se registró oficialmente una 
participación de 1156 participantes. 

Algunos actores que participaron en 
los talleres y veedurías fueron parte de 
la Asamblea Ciudadana Plurinacional 
e Intercultural para el Buen Vivir. En 
su segunda sesión ordinaria llevada a 
cabo en Montecristi, congregó a asam-
bleístas ciudadanos que participaron 
en la primera sesión de la Asamblea 
Ciudadana, observadores ciudadanos 
y funcionarios estatales, se socializó el 
PNBV 2013 -2017 y se definieron me-
canismos de seguimiento y monitoreo 
a la misma. 

La ENIEP sintetiza un conjunto de 
lineamientos, políticas y directrices 
que orientan el accionar público a la 
erradicación de la pobreza, es por ello 
que para su construcción intervinie-
ron siete instituciones del ejecutivo 
en el marco del Comité conformado 
para su implementación, estas son: 
SENPLADES, MCDS, Ministerio 
Coordinador de la Política Económica 
–MCPE-, Ministerio Coordinador de la 
Producción, Empleo y Competitividad 
–MCPEC-, Ministerio Coordinador 
del Conocimiento y Talento Humano 
–MCCTH y Secretaría Nacional de 
Gestión de la Política. Las metas, li-
neamientos y estrategias a implemen-
tarse nacen de la necesidad sectorial de 
emprender acciones que, de manera 
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articulada, conjuguen hacia la erradi-
cación de la pobreza en sus condicio-
nantes y componentes (SENPLADES 
et al, 2015:10).
    
En ese sentido, la SETEP como entidad 
que lidera la ENIEP, realizó un taller 
el pasado 25 de febrero del presente 
con más de cien funcionarios de cua-
renta instituciones públicas para discu-
tir la Agenda de Implementación de la 
ENIEP.  Esto sirvió como insumo para 
el debate de las problemáticas identi-
ficadas por los ministerios coordinado-
res, sectoriales y así coordinar el trabajo 
interinstitucional en mesas temáticas 
para la retroalimentación y definición 
de la Agenda. 

La rendición de cuentas del MCDS al 
2014 menciona que para la construc-
ción de la Agenda de Desarrollo 
Social al 2017 se establecieron es-
pacios de participación ciudadana a 
través de diálogos y talleres de diag-
nóstico, reuniones con equipos zo-
nales de los ministerios coordinados 
y SENPLADES en el territorio. A lo 
largo de todo el proceso se vigiló la 
concordancia y articulación de los 
ejes de la Agenda al PNBV y necesida-
des territoriales. Se realizaron cuatro 
espacios de discusión principales: el 
primero consistió en un foro para re-
visar los avances, limitaciones y retos 
para la política pública en Ecuador; 
el segundo, en talleres sectoriales 
nacionales; el tercero, en talleres te-
rritoriales; y el cuarto, el taller con 

viceministros, cuyo detalle se pre-
senta a continuación.

Si bien hubo participación ciudadana 
y trabajo a través de talleres y gru-
pos focales en su elaboración, tanto la 
ENIEP como la Agenda de Desarrollo 
Social no dejan claro si los espacios de 
participación que hubo son los defini-
dos por el Sistema Descentralizado de 
Participación Participativa. 

3.4 Características principales 
de estas políticas

Estas políticas surgen de un diagnós-
tico de línea base con distintos indi-
cadores que necesitan ser atendidos 
para mejorar la situación y problemá-
ticas en las que están inmersos cada 
uno de ellos. Por ejemplo, la pobreza 
por ingreso, de acuerdo a la Encuesta 
Nacional de Empleo, Desempleo, 
Subempleo Urbano y Rural –
ENEMDUR– pasó de 37,6% en el 2006 
a 25,5% en el 2013, mientras que la 
incidencia de la extrema pobreza pasó 
de 16,9% a 8,6% en el mismo pe-
riodo de tiempo. La ENIEP se plantea 
como meta disminuir la pobreza por 
ingresos al 20% en el 2017 y la 3% la 
extrema pobreza (SENPLADES et al, 
2013:18). 

Así mismo, en lo que respecta a la dis-
minución de la desigualdad medida a 
través del Coeficiente de Gini, la ENIEP 
plantea una meta de 0,443 al 2017 
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versus  el 0,485 en el 2013. Las nece-
sidades básicas insatisfechas represen-
tadas a través del indicador NBI55 pasó 
del 47,7% en el 2005 a 35% en el 2013. 

Las políticas descritas se articulan prin-
cipalmente al PNBV, ENIEP y Agenda 
Social, todas responden a la necesidad 
de crear instrumentos que articulen 
políticas que promuevan una inclusión 
económica y social con un enfoque de 
garantía de derechos, en el marco del 
Buen Vivir. 

En lo que respecta a la inclu-
sión productiva, la Agenda para la 
Transformación Productiva –ATP- 
plantea políticas que responden a la 
transformación productiva disminu-
yendo las brechas de inequidad que 
existen. Para ello, se ampara en cuatro 
políticas que buscan ampliar la base 
productiva, promover la equidad de 
género, valorización de los recursos y 
conocimientos ancestrales y desarro-
llo equilibrado del territorio nacional 
(ATP, 2013:30). 

Se identifica una brecha importante 
de planificación entre los instru-
mentos relacionados a la política de 

inclusión social (Agenda Social) ver-
sus los establecidos para la inclusión 
y desarrollo productivo (Agenda para 
la Transformación Productiva) así 
como en las estrategias nacionales 
ENIEP vs Estrategia de Cambio de la 
Matriz Productiva. Si bien muchas de 
sus políticas  responden a problemá-
ticas identificadas desde los territorios 
y logran converger entre los social y 
lo productivo, hay otras políticas que 
no están articuladas y se manejan ins-
titucionalmente de manera distinta, 
responden a indicadores y metas de 
manera no sincronizada.  

No obstante, los instrumentos de 
planificación definidos así como las 
atribuciones y rol de los ministerios 
coordinadores, de alguna manera 
hacen que la política pública se ge-
nera desde el escritorio, y no nece-
sariamente responde a necesidades y 
demandas estructurales de los terri-
torios, demandas por las organizacio-
nes sociales. Las políticas del frente 
social lideradas por el MCDS así como 
la SENPLADES  a través de la ENIEP, 
tienen como objetivo el cumpli-
miento de las metas establecidas en 
el PNBV y en relación a ello se realiza 

55 De acuerdo metodología definida en el SIISE la pobreza por Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) se esta-
blece cuando un hogar cumple con una de las siguientes características: i) vivienda con características físicas 
inadecuadas; ii) servicios básicos inadecuados (sin conexión a acueductos o tubería, sin sanitario conectado 
a alcantarillado o pozo séptico); iii) alta dependencia económica (más de tres miembros por persona ocupa-
da y jefe/a de hogar con máximo dos años de educación primaria); iv) en el hogar existen niños/as, entre 6 y 
12 años de edad que no asisten a la escuela y v) el hogar se encuentra en hacinamiento (más de tres personas 
por cuarto ocupado para dormir). 
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una planificación y gestión. Sin em-
bargo, no se evidencia un espacio en 
el cual esas políticas se construyan 
a partir de la necesidad ciudadana, 
sino más bien responden a necesida-
des propuestas y lideradas desde el 
Ejecutivo. 

Las agendas de igualdad recogen las 
propuestas de políticas públicas que 
han sido analizadas y elaboradas por los 
Consejos de Igualdad y la SENPLADES, 
con la participación de ciudadanas y 
ciudadanos de comunidades, naciona-
lidades y pueblos. Sin embargo, para 
que este propósito se materialice es 
esencial la coordinación y articulación 
entre las entidades sectoriales y los di-
ferentes niveles de gobierno, puesto 
que estas no están siendo acogidas el 
momento de la definición de la política 
pública sectorial. 

3.5 Características centrales 
de las estrategias de 
implementación y de los 
modelos de gestión de estas 
políticas. 

Descentralización

Según lo establecido en la Constitución, 
la organización del Estado ecuatoriano 
se da territorialmente en regiones, pro-
vincias, cantones y parroquias, conside-
rando además regímenes especiales. Se 
establecen cuatro niveles de Gobiernos 
Autónomos Descentralizados –GAD-: 

parroquiales, municipales, provin-
ciales y regiones autónomas aún no 
conformadas.

En relación a las competencias por ni-
veles de Gobierno establecidos en la 
Constitución y en el COOTAD, para el 
nivel municipal “se establece el orde-
namiento y uso del suelo, gestión de 
servicios básicos de proximidad (agua 
alcantarillado, residuos sólidos). Los 
gobiernos provinciales tienen un rol 
importante en la planificación y coor-
dinación intermunicipal e interpa-
rrioquial, junto a un papel destacado 
en el fomento productivo, incluidos 
elementos complementarios como 
sistemas de riego. Finalmente, las 
juntas parroquiales juegan un papel 
subsidiario en la dinamización de 
ciertas actividades económicas y la 
organización social de base” (MRT-
IICA; 2013: 14).

El proceso de descentralización no se 
ha podido consolidar. Existe muchas 
diferencias entre los GAD, lo que difi-
culta una gestión real desde territorio. 
Hasta el momento, las competen-
cias transferidas a los GAD (provin-
ciales, metropolitanos, municipales 
y parroquiales rurales correspon-
dientemente) han sido: gestión de la 
cooperación internacional no reem-
bolsable, riego y drenaje, explotación 
de materiales árido y pétreos, gestión 
ambiental, fomento de las actividades 
productivas y agropecuarias, viali-
dad, prevención, protección, socorro 
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y extinción de incendios, tránsito, 
transporte terrestre y seguridad vial 
y finalmente, patrimonio arquitectó-
nico y cultural56. 

Desconcentración

El principal modelo de gestión y des-
concentración de la planificación 
administrativa nacional es la imple-
mentación de las zonas, distritos y 
circuitos. Estos niveles administrati-
vos de planificación fueron conforma-
dos por la SENPLADES y su propósito 
es permitir una mejor identificación de 
las necesidades y soluciones efectivas 
para la prestación de servicios públicos 
en el territorio (esta conformación no 
implica eliminar la división política ad-
ministrativa de las provincias, cantones 
o parroquias)57. 

Las zonas están conformadas por pro-
vincias, de acuerdo a una proximi-
dad geográfica, cultural y económica. 
Existen nueve zonas de planificación, 
cada zona está constituida por distri-
tos y estos a su vez por circuitos. Desde 
este nivel se coordina estratégicamente 
las entidades del sector público, a tra-
vés de la gestión de la planificación 
para el diseño de políticas en el área de 
su jurisdicción. 

El distrito es la unidad básica de planifi-
cación y prestación de servicios públicos. 
Coincide con el cantón o unión de canto-
nes. Se han conformado 140 distritos en 
el país. Cada distrito tiene un promedio 
de 90.000 habitantes. Sin embargo, para 
cantones cuya población es muy alta 
como Quito, Guayaquil, Cuenca, Ambato 
y Santo Domingo de los Tsáchilas se esta-
blecen distritos dentro de ellos.

El circuito es la localidad donde el 
conjunto de servicios públicos de cali-
dad están al alcance de la ciudadanía, 
está conformada por la presencia de 
varios establecimientos en un territo-
rio dentro de un distrito. Corresponde 
a una parroquia o conjunto de parro-
quias, existen 1.134 circuitos con un 
promedio de 11.000 habitantes.

Sin embargo, no se evidencia un modelo 
de gestión claro a nivel productivo, que 
articule las políticas focalizadas hacía en 
ámbito productivo y los GAD. Se identi-
fica una arquitectura institucional desar-
ticulada (desarticulación y sobre posición 
de acciones a nivel nacional y territorial) 
e inversión pública dispersa tanto en re-
lación a las iniciativas que implementa el 
Ejecutivo desconcentrado en territorio 
como en la relación con los GAD (disper-
sión en la implementación de programas 
y proyectos en territorio).

56 Resoluciones respectivas: 0009-2011-CNC, 010-011 2012-CNC, 0004-2014-CNC, 0005-2014-CNC, 0008-
2014-CNC, 0009-2014-CNC, 0010-2014-CNC, 002-2015-CNC y 004-2015.

57 http://www.planificacion.gob.ec/3-niveles-administrativos-de-planificacion/
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3.6 Grado de integración y 
articulación entre las 
políticas de inclusión

Inversión pública dispersa

Como ya se mencionó las políticas de 
inclusión son articuladas por sectores 
(social, productivo) en las Agendas 
Sectoriales (definida siempre ali-
neada con PNBV), cuyo seguimiento 
y monitoreo recae bajo la responsa-
bilidad de los ministerios coordina-
dores. Estas políticas, a través de la 
planificación institucional correspon-
diente a cada ministerio ejecutor, en 
programas y proyectos a ejecutarse 
en territorio.

El seguimiento a los proyectos que se 
implementan tiene algunas dificul-
tades. Si bien es cierto, el Ejecutivo 
cuenta con un Sistema de Gobierno 
por Resultados (GPR), no existe un 
adecuado registro territorializado de la 
inversión pública.

Por otro lado los GAD, en el marco de sus 
Planes de Desarrollo y Ordenamiento 
Territorial –PDOT- también desarrollan 
políticas locales, las mismas que deben 
plasmarse en su planificación para ser 
ejecutadas en programas y proyectos.

La inversión pública está dispersa en 
cuanto a la implementación de pro-
gramas y proyectos en territorio; los 
sistemas de información existentes 

no registran adecuada e integral-
mente los proyectos que se ejecu-
tan en territorio los distintos niveles 
de gobierno. Así mismo, las agendas 
zonales no constan directamente en-
tre los instrumentos de planificación 
vinculantes para la elaboración de los 
planes de ordenamiento territorial  
y no incorporan los ejes de la  polí-
tica sectorial y su visión del territo-
rio. (Lineamientos y directrices de la 
planificación y ordenamiento terri-
torial). No existen sistemas de infor-
mación que registre los proyectos que 
ejecutan en territorio los distintos ni-
veles de gobierno.

Desconcentración vs 
descentralización

Las políticas públicas de inclusión re-
lacionada con aquellos servicios, que 
corresponden a los Derechos que la 
Constitución del Ecuador, demanda 
atender, se operativizan en territorio, 
con el modelo de gestión de distritos y 
circuitos, que prioriza territorio y nú-
mero de personas concentradas en el 
mismo. Estos servicios son atendidos 
directamente por el Ejecutivo descon-
centrado en territorio

Otras políticas públicas, correspondien-
tes a aquellas competencias de mayor 
descentralización, se integran en un 
espacio político administrativo, sea este 
provincia, cantón o parroquia. Estas 
acciones corresponden a los GAD.
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\Como ya se mencionó, esta condición 
de atender al territorio con dos concep-
ciones diferentes, generan fragmenta-
ción. Adicionalmente, el modelo de 
distritos y circuitos, cuyo objetivo es 
la racionalización de los servicios, no 
ha considerado elementos de la rurali-
dad como la dispersión geográfica. Un 
ejemplo de ello son la eliminación de 
escuelas comunitarias unidocentes en 
comunidades indígenas, reemplazadas 
por escuelas mejor equipadas en cen-
tros urbanos poblados, a los que los 

niños y niñas no pueden llegar por es-
tar a largas distancias. 

Las unidades territoriales del 
Ejecutivo, no se encuentran con las 
unidades políticas administrativas de 
los GAD. Si bien es cierto, el Estado 
Central llega con servicios sociales de 
su competencia exclusiva, las con-
diciones territoriales para su imple-
mentación deben ser implementadas 
por distintos los distintos niveles de 
gobierno.

Espacios de coordinación territorial

Gabinete zonal desconcentrado

El gabinete zonal desconcentrado 
funciona bajo el liderazgo de la 
SENPLADES a través de la presiden-
cia de su Subsecretario Zonal. Está 

conformado por los gobernadores de 
las provincias correspondientes a la 
zona de planificación y subsecretarios o 
coordinadores zonales de las entidades 
del Ejecutivo. “Su función es articular 
participativamente la planificación del 
nivel central de gobierno en las zonas 
de planificación, mediante acciones del 

Tabla 1. Desconcentración GADs y Gobierno Nacional

Descentralización del Estado (GADs) Desconcentración del Gobierno nacional

Gobiernos regionales (pendientes de 
configurar)

Gobiernos provinciales: 24 provincias

Gobiernos municipales: 221 cantones

Juntas parroquiales rurales: 1.500

Zonas de planificación: 9

Direcciones Provinciales de los Ministerios: 24

Distritos: 140

Circuitos: 1.134
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Ejecutivo, el seguimiento a la imple-
mentación de las políticas públicas en 
el territorio y a la gestión territorial”58.

Gabinete Zonal Ampliado

Los Gabinetes Zonales Ampliados man-
tienen la misma composición de los 
Gabinetes Zonales más un integrante 
por cada nivel subnacional, es decir por 
los distintos niveles de GAD. Las fun-
ciones de este espacio de coordinación 
son “articular y coordinar participativa-
mente la planificación del gobierno cen-
tral con la planificación de los GAD de 
las zonas de planificación considerando 
los instrumentos de planificación y or-
denamiento territorial establecidos para 
el gabinete zonal desconcentrado”59.

Los espacios de coordinación territorial 
(gabinete zonal desconcentrado y am-
pliado) no mantienen un flujo de infor-
mación del territorio con el nivel central. 

3.7 Institucionalidad 
intersectorial

Los instrumentos de planifica-
ción (PNBV, Agendas intersectoriales, 
Agendas Zonales) buscan orientar la 
política pública del Ejecutivo a nivel 
central y desconcentrado, y la defi-
nición de los Planes de  Desarrollo y 
Ordenamiento Territorial.

Las instancias de coordinación inter-
sectorial vinculan de forma horizontal 
a un conjunto específico de entida-
des públicas y permiten articular la 
planificación nacional con la insti-
tucional, mediante la definición de 
objetivos y lineamientos de coordi-
nación intersectorial. Los Ministerios 
de Coordinación son instancias del 
Ejecutivo encargadas de la articula-
ción y generación de políticas públicas 
intersectoriales. No son ejecutores, no 
pueden desconcentrarse, ni cuentan 
con entidades adscritas. 

El problema de este mecanismo de 
coordinación es que no tienen inje-
rencia dentro del seguimiento y ar-
ticulación interinstitucional en el 
territorio, muchas veces llega a rea-
lizar únicamente un seguimiento del 
tipo operativo y presupuestario. Tanto 
las agendas productiva como social 
manejan políticas, lineamientos estra-
tégicos e indicadores que no siempre 
son articulados entre todas las institu-
ciones que intervienen. 

La ejecución desconcentrada en territo-
rio la realiza, de forma independiente, 
cada ministerio, no existen mecanis-
mos eficientes de articulación ni con 
otras carteras de Estado pertenecientes 
a su sector. Esta situación incide en la 
superposición de funciones y conflicto 
con los otros niveles de gobierno.

58 Reglamento General del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas. Decreto Ejecutivo No. 489. 
Art. 14 Presidencia del Ecuador, 2014.

59 Ídem Art. 13.
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3.8 Contribución de los demás 
niveles de gobierno y/o de 
las organizaciones sociales 
en su implementación

El COOTAD establece las regulaciones 
específicas para cada uno de los go-
biernos correspondientes a cada nivel 
territorial, al respecto se definen los 
órganos de gobierno, sus fines, com-
posición, funciones, atribuciones y 
prohibiciones. 

La autonomía política es la capaci-
dad de cada Gobierno Autónomo 
Descentralizado para impulsar procesos 
y formas de desarrollo acordes a la his-
toria, cultura y características propias 
de la circunscripción territorial. Se ex-
presa en el pleno ejercicio de las facul-
tades normativas y ejecutivas sobre las 
competencias de su responsabilidad; las 
facultades que de manera concurrente 
se vayan asumiendo; la capacidad de 
emitir políticas públicas territoriales; 
la elección directa que los ciudadanos 
hacen de sus autoridades mediante su-
fragio universal, directo y secreto; y, el 
ejercicio de la participación ciudadana 
(COOTAD, 2012:14).

Como ya se mencionó, las políticas 
relacionadas con servicios sociales, 
son ejecutadas directamente desde el 
Ejecutivo. Sin embargo los niveles lo-
cales deberían ser los que impulsen 
procesos de inclusión, especialmente 
en los niveles provincial (fomento pro-
ductivo) y municipal (uso de suelo, 

agua, vivienda), algunas de las cuales 
aún no han sido transferidas.

Adicionalmente, vale la pena mencio-
nar que las capacidades de los GAD 
para la gestión son muy diversas, y 
muchas veces en los territorios más 
pobres, las condiciones de los gobier-
nos locales son muy débiles lo que 
impacta en las condiciones de imple-
mentación de políticas y proyectos 
locales.

Organizaciones sociales

Como se mencionó al inicio de este do-
cumento, las organizaciones sociales 
territoriales tienen pueden canalizar su 
participación a través de las asambleas 
locales, de las cuales se desprende tam-
bién su participación en los Consejos 
de Planificación Local, para la defini-
ción del PDOT. También es de este es-
pacio que se debería enviar el delegado 
o delegada para los consejos ciudada-
nos sectoriales, para el seguimiento de 
la política pública nacional.

Lo que ha sucedido es que estos espa-
cios de participación ciudadana no se 
ha logrado consolidar, en parte por la 
complejidad y el número de espacios 
en los que los actores sociales deben 
intervenir. Finalmente, los PDOT y 
muchos consejos ciudadanos secto-
riales son armados con organizacio-
nes afines a los distintos niveles de 
gobierno.
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3.9 Instituciones Internacionales 
o Agencias de Cooperación 
que actúan en los temas de 
inclusión y perspectivas de 
integración de acciones.

Las actividades y proyectos de coo-
peración son responsabilidad de los 
GAD, el proceso de transferencia 
de la competencia de “Gestión de la 
Cooperación Internacional” inició con 
la resolución No. 0001-2011-CNC. 
Después de varios estudios técnicos 
y operativos a cargo de la Secretaría 
Técnica de Cooperación Internacional 
–SETECI–, el proceso de transferencia 
se finalizó con resolución No. 0009-
2011-CNC en la cual se resolvió trans-
ferir e implementar la competencia 
de gestión de la cooperación interna-
cional no reembolsable y la asisten-
cia técnica a los GAD, en el marco del 
Sistema Ecuatoriano de Cooperación 
Internacional –SETECI–.    

La resolución dispone además que la 
entidad técnica nacional de coopera-
ción internacional y las respectivas 
entidades asociativas de los GAD, en 
coordinación con el CNC, formulen 
un plan de fortalecimiento institucio-
nal para la gestión de la cooperación 
internacional que incluya temas de 

asistencia técnica, capacitación y for-
mación permanente relacionados a la 
competencia, con el objetivo de ge-
nerar condiciones necesarias para su 
ejercicio.

Se sostiene además que el ejercicio de 
esta competencia se sujetará a los obje-
tivos nacionales definidos en el PNBV 
así como a la política exterior del Estado 
y deberá articularse a las políticas y ne-
cesidades que definan territorialmente 
los GAD en sus respectivos planes de 
desarrollo y ordenamiento territorial. 
Para lograrlo, el Gobierno Central a tra-
vés de sus entidades y los GAD deberán 
promover y actuar en espacios de parti-
cipación entre niveles de gobierno, coo-
perantes internacionales y actores de la 
sociedad civil; para articular las líneas de 
intervención de la cooperación interna-
cional con la planificación territorial, el 
ejercicio de las competencias y las nece-
sidades priorizadas en el territorio. 

En este marco normativo, el ejercicio de 
la competencia se debe orientar por los 
siguientes criterios: complementarie-
dad y corresponsabilidad; articulación 
territorial; transparencia, efectividad e 
impacto; autosuficiencia y no condicio-
nalidad; especialización y armonización 
y gestión descentralizada.60

60 Artículo 4 de la Resolución No. 0009-2011-CNC.  
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4. Resultados, límites y retos

4.1 Resultados, avances e 
impactos logrados por la 
ejecución de estas políticas.

Marcos normativos 

A partir de Constitución del 2008 se 
definieron los parámetros para la re 
estructura institucional en todas las 
funciones del Estado. Estas regula-
ron al menos tres criterios básicos, 
que posteriormente se concretaron 
en marcos normativos específicos. 
Estos son: el Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización (COOTAD), la Ley 
Orgánica de Participación Ciudadana y 
Control Social (LOPCCS) y el Código 
Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas (COPFP).

Estos son temas que tienen relación 
con la planificación descentralizada y 
la inversión pública, la participación 
ciudadana y la descentralización, en el 
marco intercultural y plurinacional del 
Ecuador. 

A partir de ello, el país ha vivido un 
importante proceso de reforma ins-
titucional, que ha marcado, princi-
palmente en el Ejecutivo, formas de 
coordinación nacional y un modelo de 
desconcentración, especialmente en lo 
relativo con los servicios sociales.

Se ha iniciado también con el proceso 
de descentralización, en base a una pla-
nificación progresiva, que considera di-
versas variables como las condiciones y 
capacidades de los GAD para asumir las 
nuevas competencias. Al largo plazo, lo 
que se busca es generar más homoge-
neidad territorial.

Reducción significativa de la pobreza, 
pero mucha diferencia urbano-rural

La pobreza por ingresos a nivel nacio-
nal se ha reducido significativamente 
en este gobierno, aproximadamente 
14 puntos. Lo que evidentemente es 
un resultado indiscutible de las políti-
cas de inclusión, principalmente a ni-
vel rural. Pero la brecha del campo con 
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las ciudades sigue siendo significativa-
mente importante, más del doble. 

Para la erradicación de la pobreza se 
ha definido la Estrategia Nacional para 
la Igualdad y la Erradicación de la 
Pobreza, como una “hoja de ruta” para 
la implementación del PNBV (establece 
metas concretas hasta el año 2017). Su 
objetivo es “erradicar la pobreza de 
manera sostenida y sustentable, me-
diante la revolución productiva, del 
trabajo y del empleo, el ejercicio pleno 
de los derechos del Buen Vivir, el for-
talecimiento de capacidades y opor-
tunidades, y el fortalecimiento de la 
participación ciudadana y el poder po-
pular, para la construcción de una so-
ciedad justa y solidaria” (ENIEP:101). 
Esta estrategia se complementa con 
la Estrategia Nacional de Cambio de 
Matriz productiva, cuyo énfasis se re-
laciona con la generación de ingresos 
y empleo.

4.2 Limitaciones institucionales 
para la ampliación del 
acceso y democratización 
de estas políticas.

Pertinencia cultural

Si bien la pobreza, principalmente 
por ingresos, se ha reducido significa-
tivamente, cuándo la lectura se com-
plementa con pobreza por NBI y se la 
mira por tipo de población, se obser-
van nuevas brechas que dejan de lado 
a grupos altamente vulnerables. Las 

condiciones de poblaciones, sobre todo 
indígenas no han variado al ritmo de 
la población mestiza. En parte ello se 
explica porque la implementación de la 
política pública no se hace en relación 
a los diferentes contextos, geográficos, 
sociales, económicos y culturales.

No se concretan mecanismos inter-
culturales en la planificación y la in-
tervención pública en territorio. La 
interculturalidad, se considera, ha sido 
poco comprendida por autoridades 
y técnicos. Se percibe, más bien, una 
transgresión cultural permanente y 
creciente, y una tendencia general a 
políticas públicas homogenizantes.

Por ejemplo, en el caso de la vivienda, 
al igual que con otras políticas públicas, 
la vinculación y participación de orga-
nizaciones sociales y comunitarias ya 
existentes es fundamental para evitar 
prácticas de orden clientelar y para la 
generación de estrategias sostenibles. 
Es recomendable abrir canales de par-
ticipación territorial que permitan me-
jorar la información relacionada con 
la asignación de los beneficios de es-
tas políticas públicas. Aspectos a con-
siderar como la realidad productiva, 
la dispersión geográfica y la afinidad 
cultural, es imprescindible. La cober-
tura de servicios, está pensada para so-
ciedades urbanas, donde la población 
está concentrada en un mismo espacio 
geográfico. 

Es importante considerar la percepción 
de pobreza de los diversos grupos étni-
cos. Por ejemplo para las poblaciones 
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afroecuatorianas, todas aquellas accio-
nes que les permiten ser “ciudadanos” 
los saca de pobres. Uno de los sueños es 
la educación superior, frente a lo cual 
se sienten muy vulnerados, puesto que 
el examen de ingreso a la universidad 
es un filtro que los ha dejado fuera de 
esta opción, igual cosa sucede con po-
blaciones indígenas, menos empobre-
cidas, que con mucho esfuerzo logran 
financiar los estudios y residencia de 
uno de sus hijos para que concluya el 
colegio y que se han quedado fuera del 
acceso a la Universidad.

Participación ciudadana

La LOPCCS establece un andamiaje que 
regula el mandato constitucional de ga-
rantizar la participación de la sociedad 
civil en todos los niveles de gobierno y 
funciones del Estado. Los mecanismos 
establecidos son muy complejos, de-
mandan una gran capacidad de las or-
ganizaciones de movilización, tiempo y 
recursos. Lo que ha dificultado su real 
aplicación. Lo que se ha desarrollado 
son espacios de consulta para la apro-
bación de instrumentos de planifica-
ción local y política pública.

Adicionalmente, el 13 de Julio de 2013, 
el Gobierno Nacional expide el Decreto 
16, cuyo objeto es la reglamentar el 
funcionamiento del sistema unificado 
de información de las organizaciones 
sociales y ciudadanas. Ello implicó una 
serie de requisitos que muchas organi-
zaciones no estaban en condiciones de 
cumplir, con lo que iniciativas locales 

e incluso de desarrollo (fundaciones, 
ONG) desaparecieron formalmente.

Finalmente, en territorio, muchas or-
ganizaciones que tenían impacto en las 
políticas públicas, por ejemplo orga-
nizaciones relacionadas con la gestión 
de recursos naturales, como juntas de 
agua, ha visto debilitada su injerencia, 
puesto que la Ley plantea otros espa-
cios, de aquellos ya construidos como 
procesos locales de mucho tiempo.

También algunos GAD habían impulsado 
procesos de participación y cogestión 
importantes, que no siempre armonizan 
con la LOPCCS. Cuando esos procesos se 
han logrado consolidar, como es el caso 
del Gobierno Provincial de Tungurahua, 
no ha habido mayor impacto de la Ley y 
se han mantenido acuerdos locales. Sin 
embargo, cuándo los procesos han sido 
incipientes, han desaparecido, sin que 
por ello se hayan consolidado los espa-
cios establecidos por Ley.

Sistemas de información

Si bien es cierto, este Gobierno ha tra-
bajado mucho en la implementación 
de sistemas informático para el segui-
miento de la gestión pública existe una 
brecha importante en la información 
referente a la inversión territorial. La 
falencia persiste, tanto para los recur-
sos que se ejecutan desde el Ejecutivo, 
como para los GAD.

Los sistemas de registro del Ejecutivo, 
no contemplan la información relativa 
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a dónde se invierten los recursos. Ello 
trae como colación dispersión en la in-
versión, con traslapes y repeticiones de 
acciones, incluso dentro de un mismo 
ministerio. 

Las áreas de planificación de los minis-
terios, e incluso la SENPLADES, le dan 
un peso muy importante a los indica-
dores de rentabilidad de los proyectos. 
Esto si bien es muy positivo, no permite 
ver la relación de la inversión pública 
entre sí, también vulnera la correspon-
dencia de las acciones a implementarse 
con el Plan Nacional de Desarrollo.

Tampoco se cuenta con un sistema de 
información financiera que dé cuenta 
de los recursos asignados a los GAD, 
en el marco de sus competencias. Este 
es un tema políticamente delicado, por 
consideración a la autonomía de los 
gobiernos locales.

Articulación en territorio

Como parte de los procesos de re-
forma del Estado se crean los ministe-
rios coordinadores, por cada sector del 
Ejecutivo. Estos ministerios se encar-
gan de la coordinación de la política 
pública. Sin embargo, el seguimiento 
tiene dos características, por un lado se 
lo realiza solo en relación a la política 
pero no aplicación de la misma en te-
rritorio. Por otro, el seguimiento sobre 
todo es presupuestario y de ejecución.

Lo que sucede en territorio, es una 
gran dispersión dentro de cada sector, 

incluso en los mismos ministerios. Una 
histórica y futura dificultad para la ges-
tión pública es no contar con una sola 
cabeza institucional responsable de la 
reducción de la pobreza, sobre todo 
rural, con suficiente capacidad técni-
ca-operativa, metodológica, financiera, 
política que incluya la participación 
de representantes de organizaciones 
sociales, GAD y sectores productivos; 
pues hasta el momento cada ministe-
rio o secretaría ha optado por llevar su 
propio proceso. En la ENIEP se indica 
que la SETEP será la instancia que se 
encargue de la articulación intersec-
torial. No obstante, experiencias en 
gestión pública nacional y local, han 
dejado lecciones que si no existen las 
condiciones antedichas, su capacidad 
de gestión es muy limitada. 

Capacidades locales

En el ámbito de las competencias es-
tablecidas a través del COOTAD, los 
servicios públicos como alcantarillado, 
vivienda, agua, luz eléctrica, entre 
otros, son responsabilidad de los GAD 
municipales, por lo cual es necesario 
fortalecer la capacitación y asistencia 
técnica hacia ellos a fin de que puedan 
brindar cobertura de acuerdo a las ne-
cesidades específicas de sus territorios. 

La implementación de las políticas pú-
blicas para el desarrollo incluyente y 
equitativo debe darse localmente. Se 
ha identificado heterogeneidad de ca-
pacidades locales. Por ejemplo el an-
terior modelo de descentralización 
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denominado “a la carta” facultó a que 
unos GAD desarrollen destrezas téc-
nicas e infraestructura, mientras otros 
no han madurado en su rol de go-
bierno local.

Algo similar sucede con el Ejecutivo 
desconcentrado, que si bien es cierto 
prioriza la contratación de profesio-
nales, en algunos casos ha provocado 
que se tenga que contratar personal 
externo a la localidad, generando difi-
cultades en la atención de los servicios, 
y lo que es peor, en algunos casos su-
perposición cultural (cuidado infantil 
a cargo de personas hispano hablantes 
en poblaciones indígenas).El desarro-
llo del conocimiento y capacidades es 
fundamental. La dificultad es que no se 
está valorando y respetando los saberes 
ancestrales. 

Adicionalmente, es importante que 
la capacitación incluya la atención al 
cliente, puesto que las poblaciones más 
vulnerables, como afroecuatorianos e 
indígenas, manifiestan permanente-
mente ser sujetos de actitudes racistas 
por parte de funcionarios.

Dispersión de la inversión pública en 
territorio

La dispersión pública en territorio, 
tiene dos caras, la primera producto de 
la falta de coordinación del Ejecutivo 
en territorio y la segunda en relación 
a la falta de articulación de acciones 
con los GAD. Si bien es cierto que 
existen instrumentos para contribuir 

a esta articulación (Agendas zonales- 
Ejecutivo- PDOT- GAD), en la ejecu-
ción de proyectos esto no se evidencia, 
y depende de las capacidades institu-
cionales y los acuerdos políticos que se 
del localmente, lo que no siempre su-
cede en territorios muy pobres.

La  dispersión y duplicidad de accio-
nes locales del Ejecutivo y de los GAD, 
poco articuladas, frecuentemente des-
ajustadas a la realidad de los territorios 
rurales, erosionan la legitimidad del 
Estado frente a la sociedad civil, las re-
glas son poco claras y muchas veces lo 
que sucede es que las personas se ven 
forzadas a asociarse para poder recibir 
los beneficios del Estado, generándose 
redes débiles, bajos niveles de con-
fianza, frágiles sistemas de valores.

Instrumentos de planificación que no 
articulan en el territorio

Se han desarrollado instrumentos de 
planificación, nacional y local, que de-
ben articularse entre sí (PNBV, Agendas 
zonales, Agendas para la Igualdad, 
PDOT). Sin embargo, estos presentan 
dos tipos de efectos; por un lado, las 
instituciones del Ejecutivo en territo-
rio, tienen una mirada nacional, en 
base principalmente al cumplimiento 
de metas y objetivos del PNBV, que en 
ocasiones impacta en intervenciones 
que carecen de visión sobre la realidad 
territorial. El otro efecto es que la apli-
cación de tantos instrumentos dificulta 
la participación social, principalmente 
en territorio. 
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4.3 Principales retos para la 
superación de sus límites.

Plurinacionalidad e interculturalidad

El hecho de que el Ecuador se auto-
denomine como un país plurinacional 
implica que se formulen políticas que 
desarrollen al país desde sus múltiples 
naciones. La interculturalidad es a la 
sociedad, cómo la plurinacionalidad 
es al Estado. El desafío institucional 
consiste en formar técnicos y autorida-
des para que incorporen mecanismos, 
como por ejemplo de discriminación 
positiva, para garantizar una sociedad 
que salga de la pobreza de manera in-
tegral y respetuosa.

Para ello es imprescindible vincular 
otros actores, como a la academia, para 
desarrollar investigación y gestión de 
tecnologías de bajo costo adaptadas a 
territorios con alta dispersión geográ-
fica, como es el caso de las poblaciones 
indígenas.

Este diálogo debe ser considerado no 
solo en la ruralidad, sino entre  las so-
ciedades urbanas y rurales para que 
valoren positivamente su diversidad 
étnica y cultural, apostando a forta-
lecer los vínculos de asociatividad y 
solidaridad para alcanzar la cohesión 
social, desarrollando redes sociales de 
proximidad y relaciones de confianza 
que enriquezcan el tejido social.

Para ello se requiere que los  instru-
mentos de planificación y política 

nacional y local (Planes, Agendas) con-
templen capítulos específicos de meca-
nismos interculturales diferenciados. 
Así como, implementar programas de 
formación para funcionarios públicos 
con enfoque intercultural para mejorar 
la calidad de los servicios.

Se recomienda un permanente diálogo 
intercultural, para la definición de polí-
ticas públicas, cercano a los territorios, 
con autoridades de las organizaciones e 
informantes claves y en los espacios de 
consulta de las comunidades indígenas 
y afroecuatorianas con funcionarios de 
públicos y GAD, reuniones periódicas y 
comunicación permanente, que se ex-
prese en instrumentos operativos y de 
planificación.

Mecanismos de transición 

Uno de los desafíos más importantes 
para la inclusión es la identificación 
de mecanismos de transición de la po-
lítica pública que promuevan la equi-
dad. Muchas de las políticas públicas 
implementadas, (educación superior, 
registros sanitarios, etc.) favorecen a 
aquellas personas que disponen de ma-
yores capacidades, la población pobre 
“compite” como si todos estuvieran en 
igualdad de condiciones, lo que los deja 
aún más excluidos. 

Por esta razón es imprescindible el di-
seño de mecanismos que contribuyan a 
una adecuada transición de corto, me-
diano y largo plazo, tendiente a tener 
una sociedad que salga de la pobreza 
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en su conjunto, bajo los principios de 
complementariedad y solidaridad.

Coordinación intersectorial y multinivel

Es imprescindible, que en territorio se 
implementen y fortalezcan, espacios de 
carácter vinculante a la ejecución pre-
supuestaria del Ejecutivo desconcen-
trado y de los GAD. Al momento no se 
cuenta con un espacio adecuado para 
estos fines. Se debe considerar que la 
coordinación se de, no solo dentro de 
cada sector del ejecutivo, sino entre 
sectores y en el territorio.

Tal cómo lo orienta el COOTAD el nivel 
provincial, debe buscar la articulación 
con los otros niveles de gobierno, pero 
es necesario optimizar los mecanismos 
para hacerlo, a fin de que no existan, 
en la medida de lo posible, sesgos polí-
ticos que impacten en la necesidad de 
ver el territorio como un todo.

Finalmente, se requiere encontrar los 
puntos de conjunción de todos los nive-
les, sin dejar de lado la participación de 
las organizaciones. El desafío es identi-
ficar lo ya existente, en materia de nor-
mativa, y optimizarlo para no desgastar 
al tejido institucional y social local.

Co gestión y participación ciudadana

Durante este gobierno se han realizado 
importantes inversiones, sobre todo 
relacionadas con inversión pública 
social. Sin embargo, estos esfuerzos 

han adolecido de una articulación con 
usuarios en esquemas de co-gestión. 
Como resultado del período de ajuste 
neoliberal, diferentes tipos de usuarios 
de servicios se organizaron para el ac-
ceso y gestión de los mismos. Se pueden 
mencionar a manera de ejemplo, comi-
tés de vivienda, juntas de agua, juntas 
de regantes, etc. Sin embargo, la mi-
rada del gobierno hacia estas expresio-
nes se ha relacionado con los motivos 
que les dieron origen: un estado débil, 
incapaz de resolver los problemas de la 
población. Ello se expresa en términos 
legales, que no facultan el accionar que 
dio origen a estas organizaciones.

En este escenario. se debilitaron capa-
cidades ganadas de la población y la 
posibilidad de fortalecer una relación 
de co-gestión de los recursos. Además 
de perder la oportunidad de definir, 
colectivamente, la política pública. Se 
recomienda el análisis territorial de im-
plementar mecanismos similares, que 
podrían relacionarse con espacios de-
finidos por la LOPCCS como el presu-
puesto participativo.

Fortalecimiento de la EPS

El fortalecimiento de la EPS es funda-
mental, por ser un instrumento de in-
clusión económica, productiva y social. 
Los esfuerzos para su fomento desde 
el Estado, han sido dispersos, y no se 
han orientado a generar una compe-
titividad saludable entre este sector y 
otras iniciativas empresariales, lo que 
ha producido que los emprendimientos 
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de la EPS se mantengan en condicio-
nes de desventaja y marginalidad, 
con poco impacto. Si bien es cierto, la 
ENIEP reconoce esta problemática, se 
debe trabajar en los instrumentos de 

fortalecimiento. Se recomienda vin-
cular a la agricultura familiar y cam-
pesina con los emprendimientos de la 
EPS, principalmente para la comercia-
lización y transformación.
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5.1 Oportunidades para el PI 
Inclusión. Brindar servicios 
de cooperación técnica que 
apoyen la construcción y/o 
fortalecimiento de un marco 
institucional de políticas de 
desarrollo territorial rural 
para la inclusión y equidad.

Instrumentos y espacios de 
articulación en territorio

En vista que no se esboza un marco 
programático para la implementación 
de las políticas públicas desarrolladas, 
principalmente, en la ENIEP, que in-
dique los responsables, las acciones a 
corto, mediano y largo plazo; los ins-
trumentos jurídicos y financieros, así 
como los mecanismos de participación 
real de las organizaciones del campo, 
el PI podría partir, de experiencias 
concretas para definir mecanismos 
locales que identifiquen liderazgos 
institucionales, que sean flexibles y 
adaptables a las diferentes realidades 
territoriales.

El PI podría desarrollar una tipología 
de modelos de articulación territorial, 
con los instrumentos correspondientes, 
luego de una efectiva validación local. 
Incluso considerando otras experien-
cias similares desarrolladas en otros 
países en los que el IICA mantiene ex-
periencias similares.

Se recomienda que los distintos instru-
mentos propuestos deberán orientar 
sus esfuerzos a que sociedades urbanas 
y rurales valoren positivamente su di-
versidad étnica y cultural, apostando a 
fortalecer los vínculos de asociatividad 
y solidaridad para alcanzar la cohesión 
social, desarrollando redes sociales de 
proximidad y relaciones de confianza 
que enriquezcan el tejido social y for-
talezcan la gobernanza, asumiendo de-
beres que expresan responsabilidad y 
cuidado por los bienes comunes.

Modelos de gestión social o solidaria 
que fomenten la asociatividad, la con-
fianza mutua y normas de comporta-
miento positivas hacia lo comunitario 
son fundamentales. La definición clara 

5. Conclusiones
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de reglas del juego sobre la toma de de-
cisiones es importante. Se recomienda 
considerar la identificación y forma-
ción de gestores territoriales para la 
animación territorial.

Capacitación local

La capacitación local siempre es un 
imperativo de las localidades, no sola-
mente en lo que respecta al funciona-
miento operativo del ejercicio público, 
sino a una adecuada concientización y 
sensibilización sobre la problemática y 
realidad de las localidades. Es impres-
cindible generar procesos sostenidos de 
capacitación en los territorios.

Otro aspecto a desarrollar son las capa-
cidades locales socio organizativas y de 
la sociedad en su conjunto.

Mecanismos de innovación para el 
fortalecimiento del tejido social

El fortalecimiento del tejido social es 
fundamental para la inclusión, se su-
giere la exploración de técnicas alter-
nativas que promuevan la organización 
y que identifiquen y estimulen formas 
creativas de salida a la pobreza que se 
implementan desde la sociedad, y que 
tienen que ver con  la solidaridad, el 
liderazgo local, lo colectivo.

Se podría recurrir a mecanismos lúdi-
cos y edocomunicacionales (por ejem-
plo concursos familiares o comunales) 
adicionales a los mencionados en la 

LOPCCS que fortalezcan las relaciones 
en las localidades y los comprometan 
en la participación de la definición de 
la política pública.

Es importante recomendar, que mu-
chas veces, las poblaciones pobres para 
dejar su condición requieren princi-
palmente de fortalecer su identidad 
colectiva, que es la que les permite 
sostenerse en el largo plazo. Los va-
lores de una sociedad son claves para 
la orientación de acciones. La cultura 
es el ámbito básico donde una socie-
dad genera valores y los transmite 
generacionalmente.

La ruralidad ecuatoriana tiene un com-
ponente muy importante que es la fa-
milia campesina, a más de un espacio 
de reproducción social y cultural de la 
vida en el campo se constituye en una 
lógica económica en si con amplia ca-
pacidad de optimización de recursos 
y activos productivos, absorción de la 
mano de obra familiar, generando así 
empleo rural y aporte a la conservación 
de recursos naturales, patrimonio bio 
genético, etc. La familia campesina y 
la agricultura familiar campesina, hoy 
por hoy, generan un importante aporte 
a la soberanía y seguridad alimentaria 
del país. Se recomienda su considera-
ción como sujeto de intervención de la 
política pública.

Finalmente, se recomienda desarrollar 
sistemas de comunicación social para el 
fortalecimiento de una convivencia so-
lidaria y responsable particularmente 
desde los territorios.  



63
 Políticas públicas y marcos institucionales para 
el desarrollo incluyente y equitativo en Ecuador

5.2 Recomendaciones para 
instrumentar políticas 
públicas diferenciadas.

Población indígena y afroecuatoriana

Existe un enfoque urbano-rural, sin 
especificidad intercultural, que de en-
trada los excluye. Consecuentemente 
hay una carencia de estrategias dife-
renciadas para pueblos indígenas y 
afroecuatorianos.

Si bien es cierto la población indígena 
y afroecuatoriana es mucho menor en 
porcentaje con relación a la población 
mestiza, sus condiciones de pobreza 
obligan a pensar en mecanismos espe-
cíficos para su superación de la pobreza. 
Estos mecanismos deben considerarse 
como orientaciones para la eficiente 
implementación de programas y pro-
yectos en territorio.

Es importante considerar los factores 
que generan mayor inequidad para 
poblaciones indígenas, así como distin-
guir las condiciones de pobreza diver-
sas, que se presentan en los diferentes 
territorios. Dado a que este grupo so-
cial, es el más afectado y vulnerado 
en derechos se recomienda también 
que las distintas esferas institucionales 
consideren los mecanismos para su in-
clusión, mismos que no deben ser ma-
sivos, todo lo contrario deben tender a 
ser diversos y flexibles.

El racismo es probablemente, la con-
dición que genera mayor exclusión 

desde la perspectiva de la población 
afroecuatoriana. Las demandas institu-
cionales se ubican por identificar me-
canismos que consideren una suerte de 
remediación histórica. Sin duda se de-
berán fortalecer agendas públicas que 
se orienten a combatir el racismo en 
todas sus formas.

En ambos casos es imprescindible consi-
derar la vinculación de la organización 
social, sobre todo en el mundo indígena, 
que tiene una considerable experien-
cia en este sentido. Adicionalmente, se 
debe pensar en la integración y apro-
piación intercultural con un marcado 
límite de las competencias del gobierno 
central y gobiernos locales para garan-
tizar su autonomía y sostenibilidad de 
las experiencias económicas.

Mujeres rurales

Las acciones más significativas el mo-
mento de pensar en la inclusión de las 
mujeres rurales tiene que ver con la 
contribución de la política pública a la 
economía del cuidado; el acceso a acti-
vos productivos, que muchas veces son 
de sus esposos que ya han abandonado 
el hogar; su participación en los espa-
cios de tomas de decisiones. 

Para pensar en abordar con política pú-
blica el fenómeno de la feminización 
del campo, otra vez es importante re-
visar los mecanismos de implementa-
ción de la política pública, al tenor de 
la realidad geográfica y cultural local. 
Por poner un ejemplo, actualmente los 
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Centros de Cuidado Infantil han me-
jorado su calidad, eliminando los que 
no cumplían con los criterios de cali-
dad. Adicionalmente, reciben 40 niños 
como cupo máximo. Esta condición de 
un servicio que contribuye a mitigar el 
cuidado del hogar de la mujer, dadas 
las condiciones de implementación, 
perjudican su condición.

Jóvenes

Dos son las problemáticas que más afec-
tan a los jóvenes, sus oportunidades de 
formación y capacitación y la cantidad 
y calidad del empleo. Por tanto las polí-
ticas deberán orientarse a la generación 
de incentivos económicos y de genera-
ción de trabajo y empleo de calidad. Y 
por otro lado a estimar su escolariza-
ción y capacitación.

Finalmente, se recomienda traba-
jar directamente  con la instancia pú-
blica vinculada, el MIES, en estrategias 

tendientes hacia aumentar su partici-
pación efectiva en la definición, segui-
miento y ejecución de la política pública.

A pesar de que La Agenda de Igualdad, 
correspondiente al “ciclo de vida” es-
tablece un acápite para garantizar la 
participación de los jóvenes en la de-
finición de la política pública esto no 
se implementa eficientemente y, como 
muchos otros colectivos, se enteran de 
las políticas cuando ya están estableci-
das desde el Ejecutivo (MIES). 

Se recomienda la definición de estu-
dios técnicos y universitarios  rela-
cionados con la agricultura, turismo 
comunitario, artesanías, y otras te-
máticas, que dinamicen los territo-
rios rurales,  a través de modalidades 
pedagógicas diversas, que vinculen la 
presencialidad la experiencia de los 
jóvenes en la ruralidad, valorizándola 
(modalidades virtuales), para que no 
tengan que abandonar sus entornos e 
ir a las ciudades.
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Los Cuadernos de Trabajo sobre Inclusión 
son una publicación seriada no periódica de 
documentos conceptuales y metodológicos, 
experiencias nacionales o territoriales, 
discusiones comparadas y aprendizajes sobre 
inclusión, empoderamiento y dinamización 
económica en procesos de desarrollo de 
los territorios rurales y de sus agriculturas 
familiares, como también de la gestión social 
de las políticas públicas y transformaciones 
institucionales relacionadas. 

Propósito

Compartir avances, productos intermedios 
y versiones avanzadas de bienes públicos 
generados en procesos territoriales, 
nacionales, regionales o hemisféricos 
asociados al Proyecto Insignia de Inclusión 
en la agricultura y los territorios rurales 

Ámbito temático

 Aportes y debates conceptuales sobre in-
clusión, con énfasis en empoderamiento 
y dinamización económica, en procesos 
de desarrollo territorial y fortalecimiento 
de las agriculturas familiares 

 Metodologías de trabajo para el desarro-
llo incluyente de la agricultura y los te-
rritorios rurales

 Experiencias documentadas o sistemati-
zadas sobre desarrollo de los territorios 
rurales y sus agriculturas familiares

 Estudios de caso  relevantes sobre desa-
rrollo territorial e inclusión. 

 Documentos de análisis para facilitar el 
conocimiento e intercambio de procesos 
nacionales y territoriales de inclusión. 

 Documentos relacionados con el forta-
lecimiento de capacidades para la inclu-
sión en procesos de desarrollo.

 Discusión comparada de experiencias 
nacionales y territoriales de inclusión en 
la agricultura y los territorios rurales

 Aprendizajes y buenas prácticas sobre in-
clusión en la agricultura y los territorios 
rurales

 Políticas públicas para el desarrollo terri-
torial incluyente y el fortalecimiento de 
las agriculturas familiares

 Procesos institucionales e interinstitu-
cionales para el desarrollo territorial 
incluyente y el fortalecimiento de las 
agriculturas familiares

 Acciones colectivas para el desarrollo te-
rritorial incluyente y el fortalecimiento 
de las agriculturas familiares

 Otros temas relacionados con inclusión 
en procesos de desarrollo territorial. 

Autoría

 Pueden publicar todas las personas par-
ticipantes en procesos relacionados con 
el PI de Inclusión o en colaboración con 
iniciativas afines. 

Acerca de los Cuadernos de Trabajo sobre Inclusión
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 Las personas que publican sus trabajos en 
esta serie mantienen su autoría intelec-
tual, y son responsables por sus conteni-
dos. Pueden publicar versiones revisadas 
posteriores en revistas, libros u otras obras, 
haciendo referencia a la versión inicial.

Comité editorial

 Está conformado por el Líder y el equipo 
de coordinación del Proyecto Insignia de 
Inclusión en la agricultura y los territo-
rios rurales

Idiomas

 Castellano, portugués, inglés o francés

Formato  

Por la naturaleza de esta serie, el formato 
es flexible y los textos se publicarán sin 
revisión filológica, pero se solicita a los 
autores y autoras aplicar en los manuscritos 
los siguientes aspectos de estilo: 

 Espacio seguido, tipo Meridien No. 12 en 
el texto y No. 10 en las notas al pie.

 Índice general automático al inicio del 
fascículo

 Títulos de sección en mayúsculas y ne-
grita, con números romanos

 Subtítulos en cursiva y negrita, con nú-
meros romanos

 Numeración de páginas en la esquina 
inferior derecha de cada página, salvo la 
portada

 Vinculo a sitio web y fecha en la cual es-
taba disponible el trabajo citado, en los 
casos pertinentes

 Bibliografía al final del fascículo: Autor 
en mayúsculas, año entre paréntesis, tí-
tulo del libro o revista en negrita, ciudad 
de publicación y editorial.  

Versiones electrónica e impresa

 Electrónica: Publicada como archivo 
pdf, enviada a lista de correos de per-
sonas y entidades interesadas, y dispo-
nible en el espacio virtual del Proyecto 
Insignia de Inclusión en la Agricultura y 
los Territorios Rurales en portalsiget.net

 Impresa: Libre impresión de ejempla-
res por parte de Representaciones del 
IICA, contrapartes institucionales u 
otros interesados y Sede Central del 
IICA, según demanda y disponibilidad 
de recursos.
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Este proyecto brinda servicios de coopera-
ción técnica a las instituciones contraparte 
del IICA, con el objetivo de contribuir al es-
tablecimiento de procesos político-institu-
cionales que apoyen el diseño y la gestión 
participativa de políticas integradas de de-
sarrollo incluyente en los territorios rurales. 
El fortalecimiento de marcos institucionales 
y políticas públicas de inclusión rural es un 
elemento clave para el éxito de este pro-
yecto. Así, las poblaciones rurales que han 
vivido tradicionalmente en diferentes condi-
ciones de exclusión de los procesos de de-
sarrollo tendrán mejores oportunidades para 
integrarse de manera más justa y equitativa 
en las dinámicas del desarrollo de la agricul-
tura y los territorios rurales. 

Para alcanzar este objetivo, el rol del IICA es 
facilitar la articulación de las instituciones 
gubernamentales, organizaciones económi-
cas y sociales, academia y empresas del sec-
tor privado, con la finalidad de sensibilizar y 
estimular la construcción participativa y la 
gestión social de un conjunto de estrategias, 
políticas, programas y acciones integradas 
de inclusión social, económica y ciudadana 
en los territorios rurales con predominio de 
la agricultura familiar. Las acciones del pro-
yecto no se limitan a organizar y desarrollar 
proyectos que atiendan a las necesidades 
inmediatas de grupos de mujeres, jóvenes 
o etnias que trabajan y viven en situaciones 
de exclusión en las áreas rurales. Se trata 

de generar y fortalecer condiciones institu-
cionales para que las políticas públicas de 
inclusión alcancen a un número más am-
plio de grupos excluidos y, con esto, pue-
dan producir impactos más profundos en la 
sociedad. 

De forma complementaria, en los territorios 
es importante fortalecer el empoderamiento 
de los grupos excluidos y sus capacidades de 
protagonismo social para que participen de 
instancias de articulación territorial, se ar-
ticulen con sectores organizados, elaboren 
proyectos y construyan iniciativas económi-
cas de interés común que contribuyan a la 
dinamización del territorio. 

El proyecto se desarrolla en 11 países del 
continente (México, Guatemala, Honduras, 
Costa Rica, Haití, República Dominicana, 
Surinam, Guyana, Colombia, Ecuador y 
Brasil) y, a excepción de Haití, la cooperación 
técnica del IICA se ejerce simultáneamente 
en los ámbitos nacional y territorial. Acorde 
con la concepción sistémica del proyecto, 
las acciones se ejecutan en las dimensiones 
de las políticas públicas, de la dinamiza-
ción económica incluyente y del empodera-
miento de los actores. Además, integrando 
las experiencias desarrolladas y las lecciones 
aprendidas, al final del proceso se pretende 
producir bienes públicos que puedan servir 
de referencia para otros países de América 
Latina y Caribe.  

Proyecto Insignia Inclusión en la Agricultura 
y los Territorios Rurales
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